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INTRODUCCION 
11 '* 

Puesto a es cogitar el tema sobre que hana versar mi Te­

s"'s Doc toral, bien pronto hube de decidirme por uno que me permitiera -

cubrir dos requisitos esenciales que, por personal consideración, entiendo 

deben ir forzosamente vinculados: formal el prim ero, si tal a<J,jetivo es­

proPio a la obligación de elaborar un trabajo de tesis para poder optar al 

título académico; y moral el otro, que hagoconsitir en la necesidad -o en 

el deseo o intención- de que tal trabajo pueda llega1í a rebasar el lipllite .· 

ordinario de utilidad personal que su exigencia conlleva. 

Seleccionz así el . tema "La T;zsación y su Impugnación en 

las Leyes de Impuesto sobre la Renta y Vialidad", que m e ha permitido -

tratar los aspectos quizá más importantes, tal1.;ez.; más intrincados de una 

materia q'vt9, como la tributaria, es de trascendencia tal que su regula­

ción puede básicamente determinar el avance o r etroc3S0 del progreso iri'" 

tegral de nuestra patria. Di preferencia a este tema; por ser bien sabido 

que no es suficiente la titularidad de un derecho, sino que es también bá­

sico conocer la manera de ejercitarlo, pues que ignorando ésto, aquél se 

vu21ve nugatorio. 

He querido así, pues ,realizar una modesta investigación, .. 

cuyos frutos puedan ser aprovec hados tanto por quien.es cultiven las disci­

plinas juriélicGB-, como por quienes, siefl,do sujetos de obligaciones, lo son 

tambien necesariamente de derechos, y en fin, por qui .~nes manejan o pue­

den llegar a manejar la cosa pública, que son en definitiva quienes mayor 

resPonsabilidad tienen frente al fenómeno impositivo; 

Cuando mi trabajo recibió la aprobación de las autoridades 
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universitarias, estuve cierto de haber llenado el prim3r requisito; pero 

aun despu.2s de ello 1 me queda la duda si el segundo - mayormente impor­

tante para mi- he podido cubrirlo. 

Si quien s e interese por leer mi T e s is encuentra que -

en alguna forma le ha sido provechosa, que una mínima utilidad le ha pres­

tado, consideraré que mi esfuerzo ha sido positivo, y que logré ciertamen­

te el fin que me propus3. 

******************************************* 



CA.FITULO 1 

( Uf!., k-S EL .¿STADO 

CUALBS SON SUS FINZS 

POR QUE PiRA C UM]:' LIR ESTOS FIN.2;S 

NJi-CESITA. D~L IMP UE[;TO 

LUGA.R E' IMPOR TA NC:A. DE LOS IMPUESTOS 

D E RENTA Y V/A LIBAD 

PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES SOBRj~ IMPUESTOS 

3-
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La historia nos muestra cómo el hombre en su proceso -

evolutivo ha tenido necesidad de asociarse, llegando así a constituir grupos 

que si bien en un principio estuvieron integrados por individuos vinculados 

por el parentesco, se amtfliaron después hasta dar lugar a corporaciones 

de tipo polítiCO de los que el L stado es la más alta expresión. Podemos 

asegurar, pues, que la concepción del Estado obedeció a las exigencias de 

una mejo'l" organización de los pueblos con miras a contar con un organis­

mo rector de sus actividades que procurara la satisfacción de las necesi';" 

dades individuales y colectivas, al para que tutelara los derechos y garan'" 

tias proPios de la nueva estructuración social. 

La concepción del ;::, stado no ha sido uniforme en el espa­

cio ni en el tiempo, pero puede afirmarse que siempre ha existido la ten­

dencia a lograr una m.ejor organización para obtener así' una mayor garan­

tia de los intereses de la colectividad. Se ha pasado de esta manera de 

la concepción embrióncric ',:.: .!:!.- stado que se tuvo en la antiguedad y que en 

"La República" expuso F latón "como una formación que resulta de la -

unión de individuos de diversas profesiones y oficios para satisfacer con 

ayuda de . cada quien, las necesidades de todos," a la concepción ;wnten­

poránea según la cual el j~ stado está formado por todo pueblo organizado 

jurídicamente, en un territorio determinado y bajo un poder de mando. 

La finalidad primordial del Estado podemos decir que ha 

sido una en todas la épocas, y es la de velar por los intereses de la co­

lectividad, ya sean estos intereses de tipo material, moral o intelectual. 

H emos--¡¡e- agregar sin embargo que las diversas corrientes filosóficas im­

perantes en un lugar y épo ca dados, han determinado que esa finalidad pri-



mordial se haya manifestado y se siga manifestando en formas diversas, 

segÚn el núcleo humano de que se trate, formas · que van desde una limi­

tadisima hasta una total intervención estatal en la estructura de la socie-

dad. 

No se discute ya sobre la facultad del ;:..stado para ejerci­

tar esa intervención; pues sólo hay discusión sobre el grado en que la in­

tervenci6ñ debe darse, grado que a su vez está dete1li%inado por el con­

cepto filosófico imperante sobre los fines especificas que se atribuyen al 

,estado y que encontramos en la Corstitución Politica de cada pueblo. 

dic e:: 

Nuestra Constitución señala tales fines en su A rt. 2, que 

''''''Art. 2. - Es obligación del Estado asegurar a los ha­

bitantes de la República el goce de la libertad, la salud, 

la cultura, el bienestar económico y la 'justicia social. "" 11 

Este art(no. ~J es el mismo Art. 2 de la Cons~itución de -

1950, cuya fundamentación y alcances encontramos en los documentos his­

tóricos de la Asamblea Nacional Constituyente, que al respecto dijo: 

"El Astado , c amo ente político, tiene fines; como ente 

jurídico, tiene · obligaciones y derechos. Aquellos fines conviértense en obli­

gaciones. /!.'l Estado moderno es el Estado de Derecho. i!-l movimiento -

constitucionalista significó lv - sujeción del Estado al derecho, sustituyendo 

el arbitrio de los reyes por el imperio de la ley. Bs, pues, completamen­

te ajustado a la doc trina hablar de las obligaciones del Estado. 

Este artícoalo consagra, en el aspecto jurúiico, los fines 

del Estado promotor del bien público. De esta manera los derechos me-

• .... a. 
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ramente formales que proclamó la Revolución Francesa se completan, y 

el .J..stado quoXz obligado a aduar,. no en beneficio de grupos dominantes 

ni de determinadas clases sociales, sino en beneficio del pueblo entero. 

ii-ste artiCulo es indispensable para caracterizar la nueva Constitución!' It" 

Y por lo que respecta a la orientación del régimen econó­

mico delineado por la Constitución para la realización de los fines señala-

\ dos, . encontramos el .Art. 135, que dice:; 

"" "A.rt. 135. - jEl régimen económico debe responder , 

esencialmente a principios de justicia social, que tiendan 

a asegurar a todos los habitantes del pa{s una existencia 

digna del ser humano. ,," 11 

La Constitución impone al l!-stado, mediante los princiPios 

que sienta este artículo, la obligación de asegurar a los habitantes del 

país una existencia digna, para lo que el legislador constituyente estimó 

indispensable que el régi:':n económico se estruc ture y oriente con miras 

a la raalización de los principios de justicia social. 

Podemos decir que la realización de los princiPios de jus­

ticia· . social que señala nuestra Constituc ión equivale al cumplimiento de 

'. los fines que en tal orden le están encomendod0 al Estado y que en térmi-

. nos generales son: procurar a los habitantes condiciones económicas para 

que puedan vivir decorosamente, para lo que deberá velar porque haya -

trabajo para todos y que tal trabajo proporcione un salario m{nímo, debien­

do previamente crear instituciones que capaciten mejor al trabajador, que 

le presten todas las garantias inherentes a tal condición y que le asegu­

ren una existencia digna a la época de su retiro; velar por la salud de .. 
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los habitante.s.. creando cuanta institueión sea necesaria para prestar asis­

tencia gratuita-.(2- quien no pueda costeárselat elevar el n~vel cultural y edu­

cacional de los habitantes, creando las instiJuc iones y servicios necesa­

rios, etc. Resumientol el j~stado debe procura,.lo elevacióÍl" de! nivEl de vida 

da· todo-s..los habitantes de la República tanto en el aspecto material como Bn 

el intele.ctual, moral. cívico y físico. En fin, que el .. :"stado debe proyec­

tar las exigencias de justicia sobre las relaciones económicas. 

Fara realizar las funciones antes citadas, el .Estado necesi­

ta de recursos económicos suficientes, que ha de procurarse por los me­

dios que la misma Constitución señala • .esos medios son varios y de diver­

sa. naturaleza, pero en nuestro estudio nos tocariá circunscribirnos a los 

impuestos y más precisamente a los de renta y vialidad Serie "A", para 

estudiar concretamente el procedimiento general que 11UBstra legislación se­

ñala para su determinación. Sin embargo, estimo conveniente hacer m.a 

breve exposición sob1'e .los PrinciPios doc trinanos que fundamentan los in­

gresos del Estado, sobre las nociones de cada uno de los rubros que los 

forman, sobre la historia de la creación de los impuestos de renta y oia­

lidad en 1'l"lIZestro medio y sobre los princiPios constitucionales atinentes, 

antes de entrar al tema espeCÍfiCO:> que he de desarrollar. 

Para la formación del capital social necesario para cumplir 

con sus fines, el .l!-stado recibe ingresos de su patrimonio, es decir, del - , 

conjunto de bienes que posee, los cuales en lenguaje económico se llaman 

ingresos del dominio fiscal, ya que el 1:!-stado los obtiene en la misma -

forma que un propietario particular cualquiera,· pero c-aando el producto 

de este patrimonio no es suficiente para cubrir sus gastos, acude a la ad-
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quJ.stci,Ón. coactiva. esto es, al derecho de exigir a los ciudadanos servi­

cios no remunerado.s o al de apelar a su renta o patrimonio, imponiéndo­

les exacciones en fe.rma de impuestos; d-erech()8 y contribuciones especia­

tes, cuyos conceptos. paso a examinar. 

El profesor Ernesto Flores Zavala,. en su libro " Elemen-

to de Finanzas f-úblicas Mexicanas" j al referi'Yse a la definición de impues­

to. nos dice: j:;!.l Código Fiscal de la FederaciÓn,. en su artíCulo 20., define 

el impuesto e.n los siguientes términas: "Son impuestos las prestaciones en 

dinero o en especie; que el Bstado fija" unilateralmente y con caráct2r -

obligatorio ti todos aquellos individuos cuya situación coincida con la que la 

Ley señala como }u~cho generadardel crédito fiscal. _"" 11 

"''''For Derecho se entiende: las contraprestaciones reque­

ridas Por Gl Poder Públic o, en pago de servicios de carácter administra­

tiVo prestados por éZ.tJ,'s lo que hi$tóricamente se ha denominado, tasas, 

derechos ... "fees" dicen en inglés- Com.o ejemPlos comunes, son los 10 -

centavos que pagamos en el correo por enviar una carta, son los cinco co­

lones o más, que pagamos al registrar una ese rttura en el Registro de la 

Propiedad, en fin. todas aquellas conlra-prestaciones, díce la definición, 

que exige el Poder Yúblico en pago de ciertas actividades de carác ter ad­

ministrativo, que desarrolla a favor del ciudadano •. " (J) 

ti Podemos definir la contribución como la compensación 

pagada con caráct~r obligatorio al ente público con ocasión de una obra 

realizada por él con fines de utilidad (niblica. pero que proporcionn. ~ ,.,~~," ' . . _ 

ventajas especial-es a los particulares propietarios de bienes inmuebles. D e 

la definiciÓn se vi por qué esta institución se llama contribución, ya que 

,( 1) M01,s eS""BeatriZ Alfonso:NQtas acerca del Impue;.sto Sobre la Renta , 
San Salvador. 1957. Fag.7 
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se trata de una espec ie de concurso que los beneficiados son llamados 

a prestar, para contribuir al pago de los gastos de una obra hecha en 

interés público i pero que les es particularmente ventajosa." (2) 

¿n el Estado moderno la fuente principal de los ingresos 

es el producto derivado de los impuestos, cuya justificac ión la encontra­

mos en el hecho de que el i!-stado necesita medios para realizar sus fines,'y 

enesa necesidad estriba precisamente el fundamento juri'dico, social, politi­

ca y económico del impuesto. 

"Si bien es cierto que la teoria del impuesto es obra mo­

derna, a través de la historia nos encontramos que aun en la antiguedad 

más remota, los if- stados no pudieron constituirse y mantenerse sin la ayu­

da de los impuestos. Por los relatos de los historiadores griegos, y parti­

cularmente de Erodoto, sabemos que en los grandes imperios militares es­

tablecidos en los valles del Eufrates y del Tigris hace seis mil años, se 

aplicaron impuestos varios , como el tributo -expresión del vasallaje, y la 

décimo cuota de cooperación que satisfacía: solamente las clases aristocrá­

ticas, para atender al sostenimiento de los ejércitos, al lujo de los reyes, 

mantener la Plebe y pagar a los magistrados. 

Pero donde los impuestos alcanzaron su mayor desenvolvi­

miento fue entre los romanos, Limitados durante los primeros tiempos de 

la República, aumentaron desmesuradamente bajo el Imperio. Se crearon 

entonces impuestos sobre los pobres, las mujeres divorciadas, las viudas, 

los ediles, los esclavos, la venta de fruto, las bestias de carga, los pe­

rros, la sal, las sucesiones, las defunciones, los lagos, las puertas, la:; 

( 2) Anaudi Luigi: Frincipios de Hacienda Pública, Ultima Edición pág. 71 
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ventanas, las columnas, el lujo, las calles, tos caminos, el humo, los 

lupanares, las minas, los matrimonios, los oficios y las profesiones, los 

consumos, los metales preciosos." (1) 

Puede afirmarse, pues; que el impuesto siempre ha sido 

base necesaria para la cons titución y vida del .¿:stado, sólo que su concep¡,¡, 

ción y lineamientos han evolucionado en la medida en que tambien ha evolu­

cionado la concepción filosófico-jurídica del Estado, pues mientras en la 

antiguedad se establecía en forma arbitraria, se imponía en forma desi­

gual y se aplicaba con miras particulares, al presente se establece ex­

clusivamente para aPlicarlo a la satisfacción de las necesidades colectivas 

a través de los servicios públicos, procurándose que su imposición sea 

equitativa bajo el principio de que el impuesto debe significar sacrificio 

igual para los contribuyentes. 

De la necesidad de los servicios públicos deriva el ieber 

de los ciudadanos de pagar el impuesto, y el derecho del Estado, de exigir­

lo, pudiendo recurrir a la coacción en caso de incumplimiento; porque de­

recho y deber son corolarios juridicos de la naturaleza económica del im­

puesto y términos esenciales a su definición. Los c iudoAanos están obli­

gados a pagar los impuestos porque sin ellos no sería posible la existen-

, cia del Estado, y sin el .:!" stado no podnan los 'ciudadanos poseer, ni pro­

ducir, ni cambiar, ni ejercitar libremente todas Su.s actividades. El /J.;sta­

do se procura los impuestos coactivamente, porque las condiciones que 

aseguran el ejercicio de aquellas actividades, como son la seguridad de 

( 1) Flora Federico: Ciencia de la Hacienda, Sexta ::.-dición .. Madrid 1927 
pág. 226 
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Zas personas y de los bi2nes, el orden, la libertad,. la defensa, el tránsi­

to, no se producen gratuitamente , sino que requier en le disponi bilidad de 

riqueza, que el .estado no posee o q~,¿e no puede ofrecer en la medida de 

las exigenc ias. 

De aqu( el fundamento económico del ir/'(:{Yuesto, que descan­

sa en el carácter de ecortÚmia productiva del Estado. La colectividad so­

porta el impuesto en cuanto sirve para constituir el capital necesario para 

la producción de los servicios, cuyo disfrute a la misma colectividad co­

rresponde. La variedad de los fines del ft.stado explica su necesidad de pro­

curarse coac tivamente los tributos generales:y la transformación deistos en . 

servicios y bienes capaces de satisfacer las necesidades comunes. 

En este punto es interesante la definición o el concepto de 

impuesto que Edgar Allix, autor francis, quien fundam 2ntá el impuesto en 

la soberania del i!.stado. Dice as(· 11 nI iS stado es una necesidad histórica 

y social,· tiene que cumPlir un cierto número de fines materiales y mora­

les, que proveer a un cierto número de necesidades colectivas; debe man­

tener la solidaridad material entre todos los individuos presentes y entre 

las generaciones actuales y pasadas, y, como esta misión extraña gas­

tos, el ;Sstado tiene el derecho de hacer concurrir a ellos en nombre de 

la solidaridad nacional, a todos aquellos que viven bajo su ley, b l impues­

to simplemente es, . pues, atributo de la soberania del JÓstado. "( 1 ). 

Resumiendo las ideas expuestas sobre l,(l naturaleza y fun­

dam¿ntación del impuesto, diremos que Pc.r ser el Estado la sociedad 

( 1) MOis és Beatriz A lfonso:¡ Ob"a Citada pág. · l3 
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políticamente organizada .2 independiente, la forma imprescindible de con­

vivencia humana, y necesitando para cumPlir sus fin es la aportación eco­

nómica de sus súbditos, la fundamentación juridica del irr~puesto radica en 

esa. necesidad 'y en la. existencia misJna del Estado. 

Por lo que se refiere al Estado salWdoreño, la carga trieu­

taría que !representan los impuestos nacionales que p.2rcibe el Gobierno de 

;¿l Salvador, se di stribuye entre la tributación directa y la indirecta. 

La tributación direda está Constituida fundamentalmente -
de impuestos sobre los ingresos y sobre el patrimonio; es decir, impues- ,..­

tos sobre la renta, sobre el capital ( Vialidad Serie IYj' " ) y sobre las -::.:­

transferencias de propiedad (sucesiones, donaciones y alcabala), siendo los -
, 

mas productivo83los primeramente citados. 

1::,l i1lZpuesto sobre la renta es un impuesto global , ya que. _ 

grava la suma de todos los ingresos que el contribuyente percibe, bien pro­

cedan de la posesión de capitales, de tierra o edificios, o bien de l:2 ex­

plotación de un comercio o industria, o del ejercicio de una profesión o 

trabajo y demás negocias lucrativos. El impuesto sobre la renta grava en 

princiPio la renta total, tanto del patrimonio mueble o inmueble como del 

trabajo, y tanto de las percepciones fijas, seguras y permanentes como de 

las variables, inseguras y temporales. Se excluyen solamente los crJ!, suales 

aumentos de patatrimonio, producto por ejemPlo de herencia y donaciones, 

que se gravan con impuestos especiales. 
/ 

Haciendo historia sobre la creación del impuesto sobre la 

renta en nuestra patria, encontramos que data de 1915, en que se aprobó 

una de las primeras leyes de impuesto sobre la renta 2 n el continente ame-
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ricano. Ji·sta ley, que gravaba solamente los ingresos obtenidos en el terri­

torio nacional, daba un tratamiento tributario similar a los ingresos de las 

personas juriflicas y de las personas naturales. 

De 1917 a 1940 se computó el impuesto 2n base a tasas 

que variaban en forma progresiva; a través de diez tramos, de un 2% -

(92.000.00 :2 9 3.000.00) :;;' un 6% ( 9 10.000.00 en adelante ). For r efor-

ma introducida en 1919, se aplicó la tasa máxima de 6% a todas las ren­

tas imponibles en exceso de 9 8.000. oo. La exención básica era de 92.000. 

oo. La ley incorporaba medidas para evitar la doble tributación de las per­

sonas juridicas y naturales • 

.fin 1940 la Ley de Impuesto sobre la Renta fue modificada, 

, sin cambiar su carácl6.r territorial ni su característica de usar las mis­

mas tasas progresivas para personas jurídicas y naturales. Las nuevas ta­

sas, considerablemente más altas que las anteriores, comenzaban en un 

2% (para r entas imponibles hasta ~ 1. 000. 00) y a través de veintitrés tra­

mos llegaban a un máximo del 20% ( para ingresos superiores a 950.000.00). 

No se incluían a la base del impuesto los ingresos provenientes de la pro­

ducción de café, azúcar y tejidos de algodón, ni las ganancias de c apital. 

Las sociedades anónimas pagaban un impuesto del 2% sobre los dividen-

dos y los bancos comerciales el 1% sobre sus utilidades. 

1:.n 1951 fU 2 publicada una nueva Ley de Impuesto sobre la 

R enta que introdujo cambios radicales y que fu e modificada posteriorrnen­

te por los siguientes decretos;' Decreto No. 300 (Diario Oficial del 1 9 de 

septiembre de 1961 ), Decreto No. 442 (Diario Oficial del 7 deiiiciembre 

de 1961), Jje creto No. 502 (Diario Oficial del 23 de diciembre de 1961), 
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; Decreto No. 536 (Diario Oficial del 28 de diciembre de 1961) Y Decre­

to No. ·34 (Diario Oficial del 23 de m.::zrzo de 1962).~ 

.Finalmente, por medio del Decreto No. 472 (Diario Ofi­

cial del 20 de diciembre de 1963) se adoptó la Ley de Impuesto sobre la 

Renta actualmente en vigencia. 

bl criterio básico que informa el sistema impositivo vigen­

te es el del domicilio para las personas naturales, suc2siones y fi¿feicomi~~ 

sos domiciliados en ' el país; y el territorial para las p9rsonas naturales , 

sucesiones y fideicomisos no domiciliados en el país y para todas las per­

sonas jurídicas.. El primer grupo paga impuesto sobre el total de sus ren­

tas independientemente de su fuente, mientras que el segundo sólo paga -

sobre las rentas obtenidas en el territorio del .J.,stado. Las tasas, . tanto 

en uno como en otro caso; son progresivas, osc ilando las de las perso­

nas naturales, fideiComisos ji sucesiones entre el 2.85% para los primeros 

9 7.000.00 y el 60% para los excesos sobre ~250. 000. 00, mientras que las 

aplicables a las personas jurúiicas varian entre el 2.5% para rentas has­

ta 9 10.000.00 y el 15% para excesos sobre ~100. 000. oo. · 

A continuación exponemos la proporción en que el impues­

to sobre la renta ha contribuido en el total de los ingresos en f!.,l Salva­

dor durante lasañas de 1960 a 1967. 

--------------.,;., 
A.ños 

1960 

1961 

Ingreso Total 

170.984.366.45 

161.124.288.23 

Ingresos por Impuesto 
sobre la Renta 

------
13.437.177.09 

15.409.675.22 

Por ciento del 
Total de Ingresos 

7.9 

9.6 



Años 

1962 

1963 

1964 

1965 

1966 

1967 
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Ingreso Total Ingresos por Impuesto 1-01' ciento del 
So bre la Renta Total de Ingre-

sos .. 

171.677.979.17 23.110.256. 78 13.5 

181 . 198. 125. 64 24.753.368.22 13.7 

218.227.974.84 35.762.836.93 16.4 

242.021.313.54 34.662.229.41 14.3 

232.192.622.09 34. 714. 794. 49 15. 

234~ 235. 911. 79 38.666.910.84 16.6 

Fuente: Informes Complementarios Constitucionales del 

Ministerio de Hacienda. 

El impuesto sobre el patrimonio o sea el impuesto de via-· 

lidad Serie "A" grava el fndas las personas naturales nacionales o extran­

jeras, domiciliadas en el pais, a las personas natural¿sojuriaicas domici ~· 

liadas en el exterior y a las suc esiones y fideicomisos, en todos los ca­

sos en cuanto a los capitales que posean en territorio salvadoreño. 

,6l c .1pital a gravar es el capital líquido poseído en el te­

rritorio nacional, el cual se determina restando al activo las deudas debi­

damente comprobadas que forman el pasivo. 

For lo que respecta a la función del im puesto de vialidad 

Serie 'FA. 1f en el sistema tributario, ésta puede ser, bien la de un i rn-

puesto princiPal, bien la de un impuesto complementario de otros impues­

tos que gravan directamente la capacidad de prestación, especialmente 



como impuesto e omplementario del general. S().bre-la. lI'enta. bn nuestro -

medio el im puesto de vialidad Serie "A" es un impuesto complementario 

y accesorio al impuesto sobre la renta JI cuya función.. es gravar la renta 

fundada. 

El nombre de dicho impuesto se deriva. de que original1nen­

te su producto se destinaba a la .;construcción de caminos. En la actualidad 

los ingresos que produce forman parte del Fondo General de la Nación. 

El impuesto de Vialidad Serie "A" data de 1.926, año en 

que reemplazó a varios impuestos especiales que constituían el fondo de 

caminos. No ha sido objeto de r eformas de imporlancici sino hasta los -

anos de 1953 y 1967 en que se eleva'Von las cuotas impositivas" diferencián'" 

dose éstas en que antes de la reforma de 1967 estaban obligadas a decla­

rar las personas cuyo capital total era mayor de f! 10. OOQ. 00, y de con'" 

formidad a las reformas de 1967 es obligado a declarar quien posea un 

capital mayor de 9 25.ú0(1 , oo. 

La productividad de 2ste impuesto, por no ser impuesto 

principal sino complementario del impuesto sobre la renta, es de poca con­

sideración como se demuestra en el cuadra siguiente. 

• 

Años Ingreso Total Ingresos por Impuesto Por ciento del 
de Vialidad Se1'Íe "A. 11 Total de Ingresos 

1960 170.984.366.45 3.616.277.52 2.1 

1961 161.124.288.23 3.666.'722.80 2~3 

1962 171.677.979.17 3.686.529.6:1 2.1 

1963 181.198.125.64 4.125~ 798.53 2.3 



• 
Años 

1964 

1965 

1966 

1967 
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a. u - -
Ingreso Total Ingresos por Impuesto For ciento del 

de Vialidad Serie "A. 11 Total de Ingresas 

- • 

218.227.974.84 4.946.092.76 2.3 

242.021.313.54 5~ 111 .. 279. 47 2.1 

232.192. 622. 09 5~ 312. 030 .. 61 2.3 

234.235.911.79 5. 697. 424. 97 2.4 

Fuente: Informes Complementarios CO"llstitucionales del 

Ministerio de Hac ienda. 

Se discute si es conveniente que exista el impuesto de via­

lidad Serie "A", y de s erlo, si debe recaer sobre todo el patrimonio o 

sólo sobre parte de él. ¡i n mi opinión debe gravar solamente el patrimo­

nio improductivo, ya que al no hacer discriminación alguna contribuye a 

la dest'J'ScciÓn , de la riQ"u: ,2za, a la cesación de toda actividad productora, 

a la ruina de la economía privada y, como lógica consecuencia, a la del 

Estado mismo. 

i!.studiado en forma general el fundam ento politico, jurídi­

co y económico de la actividad financiera del Estado, así como el lugar 

e importancia dentro de nuestro sistema impositivo de las leyes de im­

puesto sobre la renta y vialidad Serie "A", pasamos hacer una exposi­

ción, tambiin a grandes rasgos, de fas disposiciones de nuestra Constitu­

ción, base fundamental de todo el ordenamiento Jurídico y garantía de las 

libertades individuales, que en materia tributaria nos señalan el procedi­

miento para determinar el obj eto y tasa del impuesto ,. así como los linea-
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mie.nto.s a seguir para su deterI11inación y percepción as{ como la fin'2li­

dad a que está destinado, preceptos que deben observarse estrictamente , 

porque l(l inobser1XJ.l1Cia d9 alguna de ellos haría que 3l tributo carecie1ra 

de fundamento legal, 

.An todo .'J- stado de Derecho, sus activid:2des deben est;;w 

enmanadas en la ley, y solamente con base en las facu ltades que ésta 

le concede es que puede im poner exacciones en forma de impuestos, dere­

chos y contribuciones I r espetando aquel conjunto de derechos que repr esen­

tan las esfe ras de libertad ~,del individuo y que el bst~!'do tiene la obliga­

ción de proteger por m,Qndárselo as( nuestra Constitución en el A rt. 163 

que dice: 

"" "A rt. 163. w Todos los habitantes d,3 )0l Salvador tienen 

der echo a ser protegidos en la conservación y def ensa de 

su vida, honor, li bertad, . trabajo, propiedad y posesión. 

Se establece la indemnización conforme a la Ley, por da ­

ños de caracter moral. -" " " " 

Los derechos que enuncia este ar tiCulo son derechos funda­

mentales, que valen co·mo anteriores y superiores al >:.;stado por ser r eco­

nocidos como dados antzs que él, y en los que cabe pmetrar sólo en una 

cuan tia m ensurable y dentro de un procedimiento r egulado. Claro está. que 

ninguno de estos derechos puede tener alcances absolutos ya que ningún su­

jeto es capaz de atributos ilimitados, porque la idea de derecho llev:z en 

si' misma 12 de r esponsabilidad en su ejercicio y es corr elativa de la no­

ción de deber, ya que desde el instante mismo en que se está r econocien­

do un der echo a un ciudadano o entidad, se está fij ando a los demás el 
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deber de r espetarle en toda su amplitud y sin otro l{mite que el derecho 

de terceros, la conveniencia generala el inter es público. 

Como puede ;verse , nuestra Constitución consagra en este 

artic ulo las garantías que politicam ente arrancan de la de claración de los 

derechos del hombre, y gracias a ellas es que podemos sentirnos ampara·­

dos en nuestra seguridad personal y confiados en que si no violarnos la 

Constitución o las leyes, seremos r espetados y nadie podrá es torba1/"nos 

en nuestras actividades n:zturales ni mucho menos sancionarnos par n;,= ~s ­

tras actos. 

"""A rt. 164 .... Ninguna persona puede ser privada dé] su 

vida, de su libertad, ni de su proPieded o pos<::::;ián~ sin -

s er previamente oida y vencida en juicio con arregZo a Zas 

leyes; ni puede ser enjuiciada dos veces por la mism~f, cau-

sao 

Toda perso~'!a tiene derecho al habeas corpus ante la Cor­

te Suprem2 de Justic ia o Cámaras de S.3gunda Instanci:;z que 

no residan en la capital, cuando cualqui2r autoridad o indi­

viduo r estrinja ilegalmente su li bertad . . f f 11 11 

Como antzs expusimos, los derechos fundamentales consa­

grados en el Art. 163 no pueden tener alcances absolutas , porque pera que 

la v ida social s ea posible , en determinados casos estos derechos pueden 

s er limitados por el i!, sf,,-ri!o, no 2n forma arbitraria sino por una ley ema­

nada del órgano especialmente. mito1/"izado para acorda1/" tal "I'es tri cción. 

,c l ot rtieulo 164 otorga dos garantiás: la de la 19EaZidad 

y la de audiencia. 
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An virtud del princiPio de legalidad, inh9r ent e al ,!:!"stado -

Constitucional o de Derec ho, todo acto estatal que af2cte la libertad del 

individuo., limitando la órbita de aquélla al imponerle un deber activo o pa­

sivo, debe tener como antecedente necesario una ley fo rmal, la cual debe 

ser general y abstracta, sin ,considerac ión de clase ni de persona, y nun­

ca una dec isión individual y concreta, adoptada con r elación a una perso­

na o una clase determinada, ya que las restricciones im puestas a la lib2r­

tad individual de cada uno en interés del conglomerado social deben ser las 

mismas para todos por ser consecuencia directa del princiPio de igualdad , 

s egÚn el <.:"dal todos los hom bres son iguales ante la ley . 

Fara que una persona pueda ser privada de su vida, de su 

libertad, de su propiedad o posesión, debe ser previamente o{da y vencida 

en juicio de conformidad con las leyes, es decir, que debe concedérsele 

el derecho de audiencia y para que exista este derecho, como dice el Maes­

tro Gabino Fraga, citado por ;'¿rnesto Flores Zavala, a la página 171 de su 

obra " Elem entos de Fin::mzas Fúblicas Mexicanas ", es necesario qU2 se 

observ2n los r equisitos siguientes: 

10.) que el afectado tenga conocimiento de la iniciación 

del procedimiento, del contenido de la cuestión que va a debatirs e y de 

las consecuencias que se producirán en caso de prosperar la acción inten­

tada, y que se le dé oportunidad de presentar sus defensas; 

20.) que s e organice un sistema de com probación, en for­

ma tal que quien sostenga una cosa la demuestre , y quien sostenga la -

contraria pueda también comprobar su veracidad; 

30.) que cuando se agote la tramitación se dé oportuni-
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dad a los interesados par:;, presentar alegaciones; 

40.) por último : que el proc edimiento concluya con una 

r esolución que dedda so br e las cuestiones debatidas y que, al mismo --

tiempo, fije la forma de cumplirse. 

.En materia tributaria el princiPio de legalidad en nuestro 

medio exige que la oblig3ción de tributar r esulte de une ley formal en que 

se hayan s~tisfecho todos los requisitos indispensables para su formación 

y por lo cual ha adquirido desde es ,; momento el carácter de un acto le ­

gislativo formal que no puede ser derogado ni modific:2do sino por otro ac­

to que tenga el mismo c 2rácter, siendo en consec-úencia una atribución ex­

clusiva del f 'oder Legisl2tivo con la intervención posterior del .-e-jecutivo, 

la creación de impuestos, derechos y contribuciones. _~n nuestro ordena­

miento Jurídico esa facultad del Jfoder Legislativo la encontramos en el -

No. 15 del .A rt. 47 de nuestra Constitución, que dice : "Corresponde a la 

Asamblea Legislativa: 

""n No. 15. - Decretar Contribuciones o Impuestos sobre 

toda clas '2 de bienes o ingresos, en r elación equitativa; y 

en caso de invasión, guerra legalmente declatada aedo'" 

midad pública~ decretar empréstitos forzosos en la misma 

relación, si no bastaren las r entas públicas ordinarias. fI"" 

Como puede verse , esta facultad es (nivativa del Foder Le­

gislativo, por lo que el Foder Ejec utivo no puede recaudar ninguna contri­

bucián J impuesto que no haya sido creado por acto legislativo formd. 

El princiPio antes enunciado también lo encontramos en 

el A rt. 119 de nuestra Constitución, que dice: 

BIBLIOTECA CENTRAL 
UNI VERSIDAD CE EL SAL"-'OOR 



11" PlArt. 119. - No pueden imponerse contribuciones sino en 

virtud de una ley y para el servicio públi co. 

Los templos y su~ . dependencias estar¿n exentos de impues­

tos. sobre inmuebles.-"""""" 

De los artículos constitucionales antes citados que desarro­

llan el principio de legalidad en materia tributaria, vemos que sólo el 1- 0-

der Legislctivo puede privar al particular de una parte de su renta o de su 

capital y que solamente por la ley puede determinarse el ciedi to fiscal , es 

decir aquel conjunto de situaaones que deben considerarse como generado­

ras de este crédito, ya que al no emanar del Poder L.2gislativo la deter­

minación d2l impuesto, der echo o contribución, carecerá de validez por 

inexistencia de causa constitucional, y planteado el proceso correspondien­

te ante la Corte Suprema de Justicia, ésta dec lararía la ilegalidad del -

tributo. 

De conform:::.2d al No. 15 del A rt. 47 de nuestra Constitu­

ción, es atribución exclusiva de la A samblea Legislativa decretar contribu­

ciones o i mpuestos sobre toda clase de bienes o ingresos. El producto de 

estas exacciones pasan a formar parte de la Hacienda Jfúblic a ordinaria, 

la llual está constitutda por el conjunto de recursos de los cueles todos 

los años dispone el i:- stado para cubrir los gastos que ocasiona la saUsfac­

ción de las necesidades colectivas, por medio de los servicios públicos. 

Estas contribuciones o impuestos deben decretarse en for­

ma equitativa, de maner'2 que el sacrificio que ocasione al sujet'o de obli­

gaciones debe s er igual para todos. No debemos at.ender esta iguaZdad en 

foyma cuantitativa o matemática, ya que pobre no debe pagar lo mismo -
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que el individuo de la clase media, ni ést(¿ igual que el rico, debiendo 

los contribuyentes ser lbmados ro a soportar um suma igUal, sino :2 pa.­

gar una S V!2lW de dinero que haga que el sacrificio de uno sea igual o pro­

pordonal al sacrificio de otro: es decir que todos los que poseen igual ri­

queza satisfagan cuotas iguales, y los que estén dotados de distinta capa­

cidad contributiva, cuotas desiguales, de suerte que la r ecíproca condición 

subjetiva de cada uno, luego de realizar el pago del impuesto, quede lo 

mismo que antes. 

En otros términos, la equidad del impuesto se obtiene dis­

tribuyendo la carga an razón proporcional a la capacidad cóntributiva~ de 

modo que el aumento del impuesto crez Ca en la proPia medida de la capa­

cidad del sujeto . 

.f!.l princiPio de equidad así expuesto pareciera no estar -

consagrado en nuestra Ley de Impussto sobre la Renta cuando en sus Arts. 

39 y 41 8stablece que por los ingresos percibidos en el territorio nacional, 

las personcls no domiciliadas tributarán de conformidad a un porcentaje -

fijo, desde luego que las personas domiciliadas tributen de conformidad 

al sistema de tasas progresivas. Bntiendo, sin embargo de ese cambio 

de modalidad, que el princiPio se observa"toda vez que el legislador tomó 

en consideración que a las personas no domiciliadas no se puede con cer­

teza determinárselessu c a:(Jacidad económica, por tener su arraigo en el 

exterior, por no tener- en la República el asiento principal de sus nego­

cios o por ser su permanencia sólo accidental, amén de que las enor­

mes ganancias aquí obtenidas las trasladan a sus países. 

El producto de las diversas clases de ingresos pasa a ff}r-
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mar parte del Fondo General d"la Nación, que está destinado a cubrir 

los gastos que se ocasionan en cada ejercicio fiscal, g2$tos que gener'2l­

mente son constantes o qU'2 sólo aumentan en forma pllevisibJe, por lo -

que es factible determin~wlos de antemano y a su vez crear nuevas fuen­

tes de ingresos ordinarios para cubrirlos. 

Pero cuando estos ingresos ordinarios no alcancen para -

cubrir los gastos que den1.ande una grave y urgente necesidad, o los oca­

sionados por motivos de invasión, guerra legalmente declarada o calami­

dad pública, el Estado puede, siempre por acto legislativo formal, con­

traer empréstitos voluntarios en el primer caso y forzosos en el s egun­

do. de conformidad a los Nos. 160. y 150. del Art~ 47 de la Constitución. 

A 1 estudiar la potestad legislativa, dijimos que incumbre 

(Yri,vativa?rllznte al Foder Legislativo la determinación del objeto. de l,.'Y- ta­

sa y de l2 forma de la r ecaudadóh del tributo; y ~inguna ley fiscal pue­

de prescindir de tales regulaciones y mucho menos delegarlas al órgano 
j 

ejecutivo; pero el Poder .;J,jecutivo puede dictc1'" providencias que faciliten 

lá aplicación de las leyes, de conformidad a la potesta.(: :reglamentaria que 
, 

1 e r econoce nuestra Constitución expresamente en 81 No. J,5 dé' Arl •. 78:. 

que dice: 

"" "150. - Decretar su reglamento interior y los que fue­

ren necesarios para facilitar y asegurar la aPlicación de 

las leyes cuya ejecución le corresponde. -"""" 

Los Decretos expedidos por el Poder .'j;jecutivo en ejer­

cicio de la potestad reglamentaria, tienen fuerza obliga,toria y serán -­

aPlicados mientras no s ecm contrarios a la Con.stitución y a la leyes, 
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por que la reglamentación debe cefíirse al pensamiento del legislador, sin 

desvirtuarlo; debe dirigirse a respetar su autoridad, no a menguarla; debe 

concretarse a lo indispensable y nada más, porque su fin ha de ser bus­

car la verd2dera y efectiva aPlicación de las leyes. 3n los casos en que 

la ley misma contenga los necesarios r esortes para su aplicación o en -

que su inteligencia no r equiera la ayuda de un reglamento $ la facultad que 

concede el No. 15 del Art. 78 no ti f:; ne por que ejercitarse. 

Llenar los vacíos, f acilitar el cumplimi ,:¿nío de la voluntad 

del legislador, dictar Zas reglas convenientes p::wa q1Jze sea r ealizada en 

toda su extensión, 
.,. 
esa y no otra es la facultad r eglamentaria, que exi-

ge una fidelidad completa en quien la ejerce al consult:-w el espíritu de las 

disposiciones legales que se quieren aclarar ~ procu1/Cl'r:.do :JU mejor inteli­

gencia y eficacia. 

La atribución reglam ó2nta'Yia del f 'oder J~j ecutivo en materia 

impositiva es muy delicada, por cuanto puede llevar f ::fcilmente a una pe­

ligrosa extralimitación de funciones, que anule o varié la obra del cuer­

po legislativo. Situación que nuestrc - legisZatioy Consti tuyente previó en el 

Art. 80,que dice: 

"" "Art. 80. - Todos los Decretos, Ordenes y Resolucio-

nes que el Poder léjecutivo emita: e:xcedi r.=; ndo las facult2-

des que esta Constitución establece I SErán nulos y no de­

berán ser obedecidos, aunque se den a r eserva de some­

terlos a la aprobación del Poder Legislativo. -""" 

A 1 referirnos al J:. rt. 119 de nues t ra Constitución dijimos 

que en su primera parte establece .? ! princ:f>io 1e ' eg2lidad en materia -



tributantr. T ;canos ahora considerar el otro princiPio en él enunciado, 

que es el fin a que están destinados los productos del impuesto. 
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La finalid:zd del impuesto en nuestro sistema tributario es 

la satisfacción, conforme :1, los princiPios supremos de la generalidad 2 

igualdad de los tributos, de las necesidades ordinarias del Estado, cuya 

magnitud, por efecto de la evolución social, tiende constantemente a cre­

cer. 

Se sostien.z que. '1.tendiendo a la finalidad de los impuestos, 

éstos se p'u,eden dividir en cuatro grupos: 

10.) Impuestos con f inalidad exclusivamente fiscal, que son 

aquellos cuyo objeto exclusivo es el de obtener recursos para costear los 

gastos públicos; ' 

20.) Impuestos con finalidad fiscal y finalidad extrafiscal, 

que son aquellos que a la vez que sirven para obtener recursos contribu­

yen al logro de otros pro pósitos, por lo general de orden económico, so­

cial, moral o cultural; 

30.) Impuestos con finalidad exclusivamente extrafiscal, 

cuyo fin exclusivo es favorecer determinada actividad sabiendo de antema­

no que no se percibirá ningún ingreso; y 

40.) Impuestos con finalidad fiscal cuyo producto está 

afecto a un determinado fin. Bn la actualidad esta clase de impuestr no 

existe en nuestro medio, aunque este fin e ontribuya a la, satisfacción de 

una necesidad de carácter colectivo que el Estado tenga que realizar; cm­

teriormente existian en Ji;l Salvador varías impuestos dzstinados a satis ­

facer necesidades especf{icas de carácter colectivo, como eran los VQ, -
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ríos impuestos con que S ,? constituÍr' el fondo de caminos, los cuales fue­

ron derogados por la L ey de Vialidad decretada en 1926. 

Expuesta la anterior clasificación, que S 2 basa en los fi -

nes de los impuestos, cabe preguntarnos si en nuestro medio y de confor­

midad al .A. rt: 119 de nuestra Constitución, pueden existir impuestos con fi­

nalidad fiscal y finalidad extrafiscal 2 impuestos con finalidad exclusivamen­

te extra-fiscal¡ 

Soy del criterio que la disposición constitucional citada, ha 

querido sentar el principio de que el destino del producto ,derivado de la -

aPlicación de las leyes r elativas a i mpuestos, tasas y demás contribucio­

nes, debe ser la satisfacción de los gastos que ocasionan los servicios -

públicos, pzro ello no inhibe al ¡¿'stado a emplear los impuestos, tasas y 

demás contribuciones como instrumento para el logro de determinados fi­

nes independientes de la 1ízcaudación de fondos, fines que como ' antes ex­

pusimos pueden ser de orden económico , social, nvral o cultural. 

Los recursos económicos de que dispone el b stado salva­

doreño para cumplir sus fines, son los que indica ¿l .1.. rt. 118 de la Cons­

titución, que dice: 

"" "Art. 118. - FOR1ViAN LA HACIENDA. FUBLICA ~ 

10.) Sus fondos y valores líquidos; 

20.) Sus créditos activos; 

30.) Sus bi enes muebles y raíces; 

40.) Los der echos derivados de la aPlicación de las 

J eyes r elativas a impuestos, tasas y demás con­

tribuciones, así como los que por cualquier otro 
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tilulo le correspondan. 

Son obligciciones a cargo de laH.aciendc Bública, las deu­

das reconocidas y las que tengan or{gen en los gastos pú­

blicos de. bidamente autorizados. _ 11"" " 11 H ty 

Los fondos y valores líquidos son las c:mtidades de dinero 

que se encvzentran en Caj'2 Servicio de T esorería. 

Los e réditos ac tivos están constituidos por el conjunto de 

obligaciones a favor del J-j;stado, como impuestos por cobrar, rentas deven­

gadas por percibir~ inversiones a corto plazo, interes ,-::;s devengados por co­

brar, préstamos a instituciones autÓnomas. 

Los bienes muebles y raíces de la H:Jci ,3nda Fública son 

los que pertenecen al .listado, como ser construcciones accesorias y per­

manentes en bienes fiscales, construcciones en proceso, bienes muebles 

en proceso de fabricación y bienes muebles en proceso de investigac ión. 

Los derechos derivados de la aplicación de las leyes rela­

tivas a impuestos, tasas y demás contribuciones no son más que oblig::zcio­

nes a favor del ~stado, forman parte de los créditos activos, pero S 2 men­

cionan en numeral aparte por su especial importancia dentro de la Hacien­

da lfública y para poder contabilizarlos en forma especial para ef ectos 

presupuesta.rio s. 

La parle final del No. 4 comprende aquellos derechos de 

que puede llegar a ser tit ular el Estado. ~cmo les de heren cia y legado. 

Ln el inciso último,d Art. 118 establece las obligacio­

nes que pueden afectar a la Ha cienda Fública. 

Deudas reconocidas son las obligaciones que el .r::'stado ha 
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contratdo a través de empr éstitos, ya sean a corlo o largo plazo . 

.6stas deudas pueden ser externas o internas, y en ambos 

casos pueden ser contraídas directamente por el Gobierno Central o sim ­

plemente garantizadas por él. 

La deuda pública externa directa del Gobierno Central está 

constituUla por los saldos de las obligaciones a favor de entes extranjeros 

o internacionales, que han otorgado préstamos a largo plazo para financiar 

la construcción de caminos, obras aeroportuarias, carreteras, grupos es­

colares. puestos y unidades de salud, etc. 

La deuda externa garantizada está constituzda por obliga­

ciones contraída$ por entidades autónomas, a quienes avala el Gobierno 

Central, con organismos internacionales. Tales son las deudas contraújas 
. # 

"por la Comisión Hidro eléctrica del Río Lempa (CEL), por la Comisión Eje-

cutiva Portuaria Autónoma ( CEPA.), por la Administr'2ción Nacional de -

A cueductos y A lcantarilZo,dos (ANDA), y por la Financiera Nacional de la 

Vivienda. 

La deuda interna del Gobierno Central la constituyen los -

bonos por él emitidos y colocados en el mercado. La emisión de estos 

bonos obedec? -sie.mpre a urgente necesidad de fondos por parte del ;!;sta­

do para costear obras que no pueden diferirse; y son amortizados a plazo 

determinado. EjemPlos son los bonos para la r ehabilitación y desarrollo 

del Valle de la Esperanza, los bonos de Tesorería, etc. 

La deuda interna garantizada la constituyen las oblig2cio­

nes provenientes de bonos emitidos por entidades autónomas con la ga­

rantía del Gobierno e entral. Tales son los emitidos por la Cli- L, C .. 2P./ , 
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ANT~L e lNSAFI. 

Las deudas que tiene origen en los gastos públicos debida­

mente autorizadO$,. son lcts que se originan de la ejecución del Fresupues­

to de la Nación y la constituyen las erogaciones que2l S stado tiene que ha­

cer en cad:); ejercicio fiscal para costear la adquisición de bienes y remu­

nerar los servicios personales y no personales.' 

Para concluir esta primera parte de mi trabajo, creo con­

veniente aclarar que el término Ir con tri bu c ion e s ff que aparece en los 

A rts. 118 No. 40., 119 Y 47 No. 1 5 de nuestra Constitución, no ha sido -

empleado en la ac epción técnica que ya hemos expuesto, sino en una acep­

ción más ampüa; de tipo genérico, según la cual abarca a , impuesto, al i 

derecho y a la contribución propiamente dicha, o sea Q toda~las clases ,de 
) 

:>x""ciones que el .6stado puede imponer a los habitantes para procurarse -.-

jontos. 

Del análisis general hecho sobre las disposiciones constitu­

cionales en materia impositiva, y partiendo del .Irt. 119, concluí-Ynos que 

única y exclusivamente compete a la A samblea Legislativa la imposición 

de todo tipo de exacciones y que ello implica al propio tiempo la exig2n­

cia de que sólo mediante una ley debe determinarse el hecho generador de 

la exacción, su atantia y el procedimiento para su determinación y per­

cepción. Y si esto es así, tenemos una conclusión más: la de que en 

nuestro medio no se observan pz,¿namente los principios constitucionales, 

desde el momento que en muchos casos son autoridades administrativas, 

a través de simples raglam ento s , las que tienen establecido el monto del 

im puesto, tasa o contribución, así como el procedimiento para su determi-
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nación y percepción, lo que en otros términos significa una clara viola­

ción a nuestra Carta lViagna. que impone la obligación :le revisar inte­

gralmente y r ectificar le legislación secut'lda'1iCl. T al 2 8 el caso del hn­

puesto por JDesalmacenami ento de Aguardiante. - J. /~. No. 1227 . D. C . 

21 de Dicizmbre de 1967.-

************************** 
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Luego de la somera exposición sobre k7. justificación de la 

potestad del Estado para exigir a los ciudadanos concurrir con su esfuer­

zo al gasto público, sobre los fundamentos generales de los impuestos, 

sobre las formas en que a.pareCÍ2'Yon y han evolucionado en nuestro medio 

los impuestos de renta y vialidad, y sobre los principios constitucion::zles 

relativos a la materia tributaria, paso a tratar el tema proPio de este tra­

bajo; que comprende, por una parte, desde la presentación de la declara­

ción del impuesto sobre la renta o de vialidad Serie t'A" hasta el momen­

to en que la Dirección General de Contribuciones Directas se pronuncia so­

bre si tal declaración es conforme o no con la capacid~xl contributiva del 

sujeto del impuesto; y por otra, la defensa del contribuyent~, constituída 

por los m3dios que la ley le concede para impugnar las resoluciones que a 

su juic io no están arregladas a derecho, medios que no son otros que los 

recursos establee idos por la misma. 

''''''A n. 32. - El ejercicio de imposición es de un año y 

comienza el primero de enero y termina el treinta y uno 

de diciem bre. 

En atención a la naturaleza de los negocios del contribuyen­

te, la DirecciÓn General de Contribuciones Directas podrá 

autorizarlo para llevar un ejercicio de imposición anual -

comprendido en fechas diferentes a las establecidas en el 

inciso anterior, siempre que el interesado contabilice en 

debida forma todos o la mayor parle de sus negocios. 

Para los efectos de esta ley la renta se considera ganada 
a la media noche del diá en que termine el ejercicio de 
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imposición correspondiente. 

De confo'n'llidad al artículo transcrito, los ejercicio de im­

posición del impuesto sobre la r enta son de dos clases: el corriente u or­

dinario y el especial. El primero lo establece el primer inciso y constitu­

ye la regla general, en tanto que el ejercicio especial lo estatuye el inci­

so segundo y viene a ser una especie de excepción en beneficio del con­

tribuyente, toda vez que requiere previa autorización de la Dirección Ge­

neral de Contribuciones Directas, que para otorgarla debe constatar los 

requisitos que el mismo inciso señala. 

Ambos ejercicios tienen de común el de ser por anualida­

des comptetas y se diferencian en que mientras el ordinario sigue al año 

calendario, al especial, hay que señalarle fechas de inicio y terminación. 

La autoriz2ción para el ejercicio especial presupone solici­

tud de parte interesada, de donde resulta que la Dirección General ha de 

empezar por examinar si tal solicitud reurf los necesarios requisitos de 

forma y por comprobar si el soU :itante coutabiliza todos o la mayor par­

te de sus negocios dentro del ejercicio económico a que desea acomodar su 

ejercicio de imposición, siendo esto lo que la ley 'l1uiere significar cuan­

do señala que es condición necesaria que el interesado contabilice en de­

bida forma todos o la mayor parte de sus negocios. ..i·stablecidos tales 

extremos, la Dirección General dicta resolución autorizando tal clase de 

ej erdcio, señalando las f'2chas en que ha de comenzar y de terminar y 

previniendo al interesado que los impuestos que graven los ingresos per~ 

cibidos en los períOdOS de imposición resultantes de la autorización del 

ejercicio espec ial, ha de ser computados de conformidad al Art. 33 de 
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la Ley de Impuesto sobre la Renta, lo que significa qU3 los impuestos y .. 

que graven los ingresos de los periodos anteriores :;¿ la fecha de inicio -

del ejercicio especial, hv'1brán de cOtnputarse en forma proporcional . 

.A claramos le anterior con un ejemPlo. Se crea la Sociz­

dad X y obtiene existencÍC---z legal el d{á cinco de julio de 1967, establecién­

dose en sus estatutos que el ej,zrcicio económico será del primero de abril 

de un año al treinta y uno de marzo del siguiente; la Sociedad tendriá que 

solicitar a la Dirección General un periodo especial que coincida con esas 

f echas, porque de conformidad al A rt. 43 del R eglamento de la Ley de Im­

puesto sobre la R enta el ejercicio contable de cada contribuyente debe es­

tablecerse dentro de las mismas fechos del ejercicio de imposición a f in 

de que concilien los ejercicio econórni co s e impositivos. A l conceder l:t 

autorización, la Dirección General pr¿vendria a la sociedad que d impues­

to que grave los ingresos percibidos en los períodos comprendidos del 

cinco de julio al treinta y ,,_~¿ ,_) de diciembre de mil novecientos sesenta y 

siete , y del primero de enero al tr¿inta y uno de marzo de mil nove cien-

tos sesenta y oc ho, han de ser computados de conforrnidad al A rt. 33 de 

la Ley de Impuesto sobre la Renta. 

Ji l inciso tercero de l artículo comentado establece cuando 

es que se considera ganada la renta .Y' dice: " Para los efectos de esta 

Ley, la r enta se considera ganada a Za media noche del día en que termi­

ne el ejercicio de imposición correspcndiente. _" ft" 

l!,ste inciso nos da a entender que par.:;, la ley la r enta 

no se obtiene día por dia como en realidad sucede, sino que por una -

ficción la renta se ha percibido a la medianoche del día en que termina 
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el ejercicio; si este es ordinario, s2rá a la medianoche del día treinta y 

uno de diciembre. y si es especial será a la medianoche del día en que 

termine. 2;n el ejemplo :mterior será a la medianoche del treinta y uno 

de marzo de cada año. 

La Ley de Impuesto de Vialidad en relación a la Serie -

TIA" grava el capital poseldo P01i el contribuyente al treinta y uno de di­

ciembre de cada año, y si el contribuyente ha solicitado y obtiene ejer­

cicio espec ial, el impuesto gravará el capital poseído el último día del 

ejercicio. 

A conlinu2ción expondré varios casos que se presentan en 

la práctica, en relación con el artículo comentado: 

Con frecu.::mcia sucede que a la Dirección General de Con­

tribuciones Directas se solicitan ejercicios especiales de imposición sin 

que las solicitudes en muchos casos reunan los requisitos de forma ya 

porque son hechas en pap:;l ':"A.C no es del sello correspondiente , ya por­

que si se trata de una sociedad no se comprueba la existencia legal de 

ésta o no se comprueb:;, que la persona que solicita es el r epresentante 

legal y s1, está facultad::fPo/ya, procurar por otro; y se h.2 dado hasta el 

caso de que en la solicitud no aparece el nombre de Z(}, persona peticiona­

ria. Como consecuencia d .:; todas estas informalidades la Dirección General 

de Contribuciones Direct2s dicttJlJ esta resolución: "Viniendo en forma se 

proveerá", o previene al solicitante que compruebe los extremos S8rííala -

dos anteriormente. En la mayor parte de los casos ·;tadoEt-los <coff,(;nbuY€fll.tes 

hel n s~asesorados por personas que creen conocer de estas cosas, qU2 creen 

conocer de Derecho sin ser abogados; pero siendo la realidad que desco-
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OCflJ : la ~l.E"~1 que aun teniéndola a mano son incapaces {X:lra interpretarla 

correctamente , dirigen m2l al contribuyente y por eso es corriente ver 

que éste no cumPle las prevenciones, no llene esos vacíos de su solicitud, 

y vuelve a la carga con 'nUevos escritos en los mismos términos, r esultan­

do al final de cuentas que no obtiene la autorización. Fero los probl3mas 

del contribuyazte creados por el mal asesoramiento no terminan aquí, ya 

que sucede que el mal asesor, quien a la vez lleva la contabilidad, por 

r egla general , comienza a operar como si el ejercicio especial estuviera 

autorizado, hace los ajustes contables y presenta la declaración de la So­

ciedad a la fecha en que debió terminar el ejercicio especial, que no ha 

sido autorizado; la Dirección General obliga al contribuyente a declarar 

del primero de enero al treinta y uno de diciembre de cada año y como 

éste no lo hace así, en primer lugar lo sanciona por hacer uso de un 

ejercicio especial sin estar autorizado para ello, no 18 toma en cuent(;t 

las declaraciones present...-zdas, le determina el impuesto por los ingresos 

perc ibidos al treinta y uno de diciembre de cada año y le impone mult2s 

por falta de declaración. 

Con relación al inciso tercero que dice que la renta se 

considera ganada a la medianoche del día en que termina el ejercicio de 

imposición correspondiente I se ha presentado el siguiente caso: much'2s 

empresas que estaban gozando de los beneficios de la ley de Fomento ln-

d ustrial -los cuales terminaron, por ejemplo, el veinticinco de julio de 

mil novecientos sesenta y siete- al presentar la declaración de lmpue sto 

sobr e la Renta por los ingresos percibidos del primero de enero al trein­

ta y una d.e..d.iJ;iembre dta.1. año. mencionado T e.x~y~ los ingresos per-
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cibidos en e l periodo co;npr endido del primero de enero al veinticinco de 

julio, rn::mifestando que en tcd periodo no tienen obligación de tributar por­

que de conf ormidad a la Ley de Fomento Industrial estos ingresos estaban 

exentos del impuesto so bre íú r enta. La Dire cción General de Contri bu­

ciones Dire ctas estimó q U3 tales empY~~ [;a s estaban en b obligación de tri­

butar por todos los ingresos obtenidos en el ejercicio fi scal comprendido 

del primero de enero al tr einta y uno de dic iembre de mil novecientos -

s esenta y siete , argumznt~mdo en la siguiente forma: que si bien es cier­

to que la Sociedad X estcú;a amparada por la Ley de Fomento Industrial 

y que los benefic ios que 12 otorgaba, entre ellos la exención del pago del 

impuesto sobre la renta, concluirian el veinticinco de julio de mil nove­

cientos s es enta y siete, de confo~·midad al inciso tercero del A n. 32, esta 

sociedad no habia perci bido renta en ese periodo sino que toda la renta del 

ejercicio comprendido del primero de e"w'Yo al treint2 y una de ciemor e 

de mil novecientos sesenkz y s" .:te , hab¿;'Q, sido percibida a la m edianoche 

del treinta y uno de dic iembre citado. 

"'1"A rt. 4.~9 . - Todo el que conforme CL'5s ta L ey sea suj2to 

del i m puesto, esté r egistrado o no lo esté , queda obligado 

a pres entar una declaración jurada de su r enta en e l for­

mulario r edactado por la Dirección General de Contribu­

ciones Directas. 

Las personas naturales dcmiciliadas en el paíS que obten­

gan hasta una r enta bruta de cinco mil colones en el ej 2r­

cicio de imposición r 8sp ectivo, estarán exentas de hacer 

la declaración a que se r efi er e el inciso anterior, sin per-
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, -juicio de ·lo diSpuesto.- en· -el-'Mt{culo -SO de esta Ley. _ lIi!" 

Este artículo establece en forma gener2l quienes son los 

obligados e declarar, al decir que todo el que conforme a la Ley sea su­

jeto del impuesto, esté r egistrado o no lo esté, qued.-:t obligado a pr3sentar 

una declaración iurada .•. 

Ahora nos preguntamos ;. quiénes son sujetos del impues­

to y en consecuencia tienen obligación de declarar? Para. ello nos remiti­

mos al'2rtículo primero d'2 la Ley; que nos hace une, enumeración de los 

sujetos del impuesto. 

1) las p.zrsonas n~Lturalesj naciona.les o extranjeras, domi­

ciliadas en L l Salvador; 

;' 
pazs. 

2) Zas sucesiones y los fideicomisos domiciliados en el -

3) Zas personas naturales, nacionales o extranjeras y los 

fid eicomisos no domicili'2clos en .~l Salvador. 

4) Zas personas jurídicas nacionales, y Zas extranjeras do­

miciliadas o no en el país. 

Continúa -3l artículo diciendo " esté registrado o no lo -

esté". L'2 Dirección General de Contribuciones Directos lleva un r egistro 

de las personas obligadas a declarar, pero e l hecho d 3 no estar r egistra­

do, no r eleva de la obligc,ción de presentar la declaración, siempre que 

la persona se encuentre en la situación prevista por la Ley para conside­

rarla sujeto del impuesto,' debe tenerse en cuenta que el hecho que un::¿ -

persona no tenga capacid:;:,d contributiva en un determinado ejercicio no la 

releva de l:1 obligac ión de presentar la declaración, encontrándose obligada 
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a ello aunque en ésta no se compute impuesto. 

Los sujetos del impuesto deben presentar declaradón jura-

da. 

f!.,l señor Barros Brrázuriz refiriéndose al juramento · dice: 

"Juramento es el acto en que se invoca a Dios e amo testigo de la verdad 

de lo que S 02 asevera o promete. El juramento tiene un carácter meramen­

te religioso, . qu e supone en el que lo presta la creencia en Dios a quien 

invoca como testigo. """( 1) 

Siguiendo la definición de juramento antes transcrita, pode­

mos dEcir que declaración jurada de impuesto sobre la renta y de viali­

dad Serie ff./; ", es la m::mifestación que quien está obligado a formularlas 

hace al Fisco de los ingr.~sos que ha obtenido en un ejercicio o período 

de imposición, de las decIuc dones a que tiene derecho, de la renta im­

ponible .y del impuesto a pagar; y de su activo y pasivo al final de cad:::z 

ejercicio, del capital imp'oni ,~)l2 y del impuesto a pagar, invocando a Dios 

como testigo de la ve1dnd de lo que asevera. 

Ji l inciso segundo del A rt. 49 est2blece la regla de que no 

están obligados a presentar declaración de impuesto sobre la renta las -

personas naturales domiciliadas en el país que obtengan hasta una renta 

bruta de CINCO MIL CO LONES en el ejercicio de imposic ión respectivo. 

Debe ponerse atención a este iriciso, el cual nos habla de r enta bruta y 

cuyo concepto lo ene ontramos en el I rt. 7 de la Ley que dice: 

"/1 "Art. 7. - La renta bruta se determina sumando los 

productos totales de las distintas fuentes de ingreso in-

cluyendo los salarios, sueldos u otras r emuneraciones o 

(1) A . Barros brr5.zum:Curs.p deJ)€recho~ Civi~, _ .. P¿g. ::J74 
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compensaciones por servicios personales; y los provenien­

tes del ejercicio de profesiones 'U oficios; ac tividades ctgrí­

colas, industriales y comerciales, alquileres, .intereses, 

dividendos o particiPaciones ; compra-ventas, . permutas, 

o transaciones de cualquier clase y ganancias, beneficios o 

uiilidades, cualquiera que sea su oi'Ígen. _,,,,,, 

Digo que ha de ponerse atención al inciso 20. del Art. 49 

por que del concepto de renta bruta que nos da el .A. n. 7, como c onstitui­

da por la suma total de ingresos, muchas personas sacan la conclusión de 

que la obligación nace del hecho de tener capacidad contributiva o sea de 

tener obligación de tributar, lo que no es cierto, ya que la obligación de 

declarar es independiente de la obligación de tributar; y así una persona 

que obtiene una renta brut:;¡, superior a los 9 5. 000.00 puede no estar obli­

gada a tributar si las deducciones a que tiene derecho ha cen que su ren­

ta imponible no cause imp'llesto. 

Concluye el inciso diciendo: " sin perjuicio a lo dispuesto 

en el A rt. 50 de esta ley", lo que nos indica que la regla general que es­

tablece este inciso tiene sus excepciones y que estas excepciones las es­

tablece el Art. 50 que a continuación comentamos: 

"''''Art. 50. - También está obligado a declarar: 

l)Todo el que obtenga una renta bruta en el ejercicio de 

imposición correspondiente, que exced2 a la cuantía que 

señala el reglamento; 

2) Todo el que estuviere obligado a llevar contabilidad for-

mal; 
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3) Toda sociedad, cualquiera que sea la cuan tia de su r en­

ta; mm cuando no esté obligada al pago del impuesto. 

La declaración detallará, en la extensión que determine 

el Reglamento, la distribución de sus utilidades y el nom­

bre y domicilio de los socios; 

4) Todo aquel a quien se le hubiere retenido el impuesto ya 

sea tot'21 o parcialmente; e xcepto las personas a quiznes 

se les t1ubiere retenido el impuesto ele conformidad con 

el Art. 76; 

5) Todo el que hubiere dec llirado dentro de la vigencü-z de 

esta Ley. Sin embargo, cuando existieren circunstancias 

que _ hicier en a juicio de la Dirección General, desapa­

recer ls presunCión de ser sujeto del impuesto obligado a de­

eld1'a"Y de ~oflform.dad a este numeral, la dtada oficina,. 

podrá ele oficio o a solicitud del interesado, relevarlo 

de diów obligación; 

6) Todo el que estuViere obligado a presentar declaración 

de impuesto de vialidad, Serie "A P1, de acuerdo con la 

Ley r espectiva; 

7) Todo el que para ello sea requerido por la Dirección 

General de Contribuciones Directas; tendrá efecto de 

requerimiento la remisión de formula:l!ios de declanz­

ción; y 

8) El que haya actuado como representante de conjuntos 

artisticos, deportivos y similcwes, al celebrar los con-
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trato s correspondientes . _" " /1 " " 

.este art(C'alo nos indi ca que no obstante que una person2 

domiciliada en el país obtenga una renta bruta menor o hasta de CINCO 

MIL COLONES, está en la obligación de declarcw por l :;¿s razones en él 

expuestas. 

i::-l numeral prim3ro no tiene aPlicación ya que en el Regla­

mento no existe disposición que nos sefiíale la cuant'ú.:z. 

Como el numeral s egundo nos ha,bla de que está obligado a 

declarar todo aquel que está obligado a llevar c ontabilidad formal, cabe 

preguntar ¿ quiénes son los obligados a llevar contabilidad formal? P~wa 

contestar la pregunta nos remití'mos al A rt. 42 de la Ley de Papel Sellado 

que dice: 

If 11 "Art. (::2. - Todo comerciante o casa ¿Z,2 negocios cuyo ac­

tivo sea mayor de Vj~lNTICINCO IVOL COLONES (~25. 000. 00). 

debe lle 'l C;í ,- ,' 1~tabilidad y los Libros Diario, Mayor, Caja, 

e Inventario y Balance, debidamente legalizados en el pa­

pel sellado correspondiente o timbres de conformidad a lo 

prescrito en el A. rt. 43 de esta Ley. 

Los propietarios de montepios y casas de préstamos, tie­

nen obligación de lleva'}' , además de los libros menciona­

dos en el inciso anterior , un libro de prendas y un libro 

de remates. 

Las farm~tcias llevarán además de los libros indicados en 

el inciso primero de este artículo un libro de recetas; y 

las sociedades o compañias obligadas, llevarán también 



44-

el libro de actas a que se refier e el A n . 18 del Código de 

Comercio. _" " " ff " 

El numeral tercero obliga a toda sociedad, de cualquier 

especie que sea, aunque no esté oblig::,do al pago del 

impuesto. 

El numem 1 cuarto obliga a declarar a toda persona a quien 

se le hubiere retenido el im puesto ya sea total o parcialmente. De confor­

midad a la Ley de Impuesto sobre la R enta se le retiene im pue sto a las 

personas siguientes: 

a) Todo individuo que desempeñe un servi cio de carácter 

permanente, cuyo pago sea mayor de quinientos satenta 

y cinco colon8s m ensuales; 

b) Las personas que no han estado fisicamente presentes en 

el territorio nacional durante 21 ejercicio de imposición 

respectivo que r eciban ingresos de personas natur'Jles o 

juriaicas domiciliadas en el país. 

c) Las personas naturales que hayan estado físicam ;mte -

presenres en el territorio nacional por un lapso no ma­

yor de treinta dias, que reciban ingresos de personas 

naturales o jurídicas domiciliadas en el pais. 

d) Los fideicomisos o sucesiones que S'2 consider en no 

domiciliados en la República, que r eciban ingresos de 

personas naturales o jurídicas domiciliadas en el pai 's. 

e) Los conjuntos deportivos, artísticos o similares por 

ingreso obtenido en El Salvador. 

BIBLIOTECA CENTRA L 
UNI VERS I DAD 01:: c ~ S"L \I "DOR 
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f) "Las personas naturales o jurúUcas que reciban premios 

ganancias procedentes de loteñas, rifcts,~orteos o jue­

gos de habilidad, cuando el monto de cada premio o ga- ., 

nancf,a exceda de QUINIENTOS COWN.6S. 

g) Las personas que por requerimiento de la Dirección Ge­

neral de Contribuciones Directas, se les haya retenido 

en concepto de impuestos, recargos, intereses y multas 

que adeuden~ 

El numerQ,l quinto obliga a declarar a toda persona que por 

cualquie motivo ha declarado aunque carezca de capacidad contributiva , y 

está obligación persistiri. mientras la Dirección General de Contribuciones 

Directas no la releve de dicha obligación, lo cual puede hacerlo a peti­

ción de parte o de oficio. 

li-l numeral sexto obliga a presentar declaración , de impues-

t o sobre la renta, . a toda persona que esté en la obligación de presentar 

Declaración de Impuesto de Vialidad Serie "A", estas personas de e onfor­

midad a la Ley de Vialidad son aquellas cuyo activo es mayor de veinticin­

co mil colones. 

Ll numeral séptimo obliga a declarar a todas aquellas per­

sonas que hayan sido requeridas por la Dirección General de Contribucio­

nes Directas a presentar declaración • . La Dirección General hace estos 

requerimientos cuando por cualquier medio constata o llega a l)0spechar 

que determinada personá tiene capacidad contributiva. 

El numeral octavo obliga a declarar (J los representan­

tes de conjuntos arttsticos,. deportivos o similares! por les ingreso::: que 
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hayan obtenido en El Salvador. A nteriormente cuando un conjunto deporti­

vo, artístico o similar obtenía ingresos en Ll Salvador, la declaración la 

hac ia cada integrante de dicho conjunto por los ingresos que a él le co­

rrespondían; lo cual constituía una tarea muy engorros:t, ya que siendo 

un porcentaje fijo el que pagan estas personas es más práctico grava,r el 

ingreso de estos conjuntos en su totalidad. 

"11"A rt. 51 . - El contribuyente presentez,rá su declaración en 

los tres primeros m eses del año. 

Si no hubiere recibido el formulario d2 declaración en los 

meses de enero y feb'r·¿ro deberá solicitcwlo a la Dirección 

General, o a la Deleg'lción Departamental correspondiente , 

en el m es de marzo, pues la circunstancia de no haberle 

sido remitido, no lo eximirá de la obligación de declarar. 

Cuando el ejercicio de imposición del contribuyente no con­

cluya con ::? ~ a~;:o natural, el plazo pare presentar la decla­

ración s er:;Í de tres meses, contados desde la expiración 

del ejercicio de imposición r espectivo. 

Cuando, con fundamenf:J en el numeral 7) del articulo :!n­

terior la jJirección General r equiera la presentación de la 

declaración, el plazo para hacerlo será 2l que c orres{Jon­

da de acuerdo con los elos incisos anteriores, a menos que 

dicha oficina exija que se haga la decleración dentro de los 

tres meses siguientes a la f echa de notificación del r2queri­

miento. 

La rentaper.cibida en lapsos menores de un año, deb erá 
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declarars ,'] en el plazo de tres meses siguiente a la fecha 

?en que termine dicho lapso, salvo el caso del art(culo si-

guiente. _ ff rY " 

El A rt~ 51 en su primer inciso nos indica que las declczra­

ciones deben presentarse dentro de los tres primeros i1'¿2seS del año , pla­

zo que rige para aquellas personas que llevan ejercicios ordinarios o co­

rrientes, porque para ellas la renta S 2 presume percioida a la medicwlO­

che del treinta Jtuno' de dic iembre. 

Estimo que este plazo de tres meS2S es excesivo y qU2 my 

bien puede reducirse; y que se hace más excesivo cuando, sin haber razón 

válida, la A samblea L egislativa, lo amplia, más, generalmente por quince 

atas, y digo que es excesivo porque, ' por muy engorros::z que sea el formu­

lar una dzclaración nunca lo será tanto c amo para que en ello se ocupe 

tanto tiempo. 

En la pres ':míación de la declaración se nota el fenómeno 

de que es en los últimos cliás del plazo cuando el contribuyente concurre a 

presentarla, y si además se concede una prórroga, de inmediato se nota 

que la gran concurrencict ' se traslada a los últimos diás de la prórrogcz, 

fenómeno que s610 indica cierta manía nuestra de dej~w las cosas par-:t -

última hor~i. 

El segundo inciso nos hace una advertencia, al decir que 

el hecho de que un contriauyente no r eciba el formulario de declaración 

no lo exime de la obligación de presentarla y que para ello debe solicitar­

lo a la Dirección General de Contribuciones Directas o a la Delegación 

Departamental . -
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E. l inciso tercero se refiere a los ej erci cios especiales de 

imposición. Por ejemPlo: un contribuyente ha sido autorizado para llevar 

un ejercicio especial de imposición QU:2 comienza el primero de abril de 

un año y termina el treinta y uno de marzo del siguiente; caso en el cual 

la declaración debe ser prasentada dentro de los tres meses siguientes al 

treinta y uno de marzo, o sea hasta ,¿l último dia del i·nes de junio si­

guiente. 

j¿ l inciso cuarto s e refi ere al hecho de que un. con~'ribuyen­

te no presente sus declaraciones de im puesto sobre b r enta ~) de vicdidad 

Serie ".J.." y la Dirección General de Contribuciones Directas lo 'requi er e 

para ello, enviándole los formulnrios, caso en el cu::Jl el cO~1.tribuyente 

está oblig2do a presentarlas de conformidad al inciso 10 . a r o S<Jr que la 

Dirección General le e xija que lo haga dentro de los tres mese!:; si f},ú-zn­

tes a la f echa de la notificación del r equerimiento. Hago la observación 

de que cu::mdo en este inc{~_. se expresa que el requerimiento imPlic2 la 

obligación de presentar la declaración en el plazo que seña!an los dos in­

cisos anteriores, el legislador incurrió en un doble e1/1/0r, pues por una 

parte el inciso 20. no hace r eferencia a plazo alguno , y el inci;;o terce­

ro se refiere abeYsonas que ya están calificadas como cOi1,tribuyent2s, al 

grado que hasta tienen concedido un ejercicio especi2l; razón por la que 

no puede r eferirse a ellas, el r equerimiento, toda cez que éste solo se 

hace a quienes se l e supone capacidad contributiva y no cumPlen la obli­

gación de declarar. 

Sostengo, pues, que el único plazo a qu¿ el legislado?/' hu­

bo de referirse es el del inciso 10., como ya lo exprese' . 



menores de un año . ji Z t1z::lb lar de le :: ejercicio.:; (; speci ::úes de imposición 

di jimos: que la Dirección General de COíl;;,:'ibuciones D i'!-"(;ctas P'l8-:"";)¡¿'{::z aE 

peYiódos de impo~ición q7lzs resultcl1ren cOrno conc(; ::;:I, (m~i:.z de c¿e '.~ :::ic?'o'2s -· 

pecial , dePJerian comtJut::!1íse de conlo " nielad aZ /: 1 ' ~: . r -
,,:'.:J • 

do s , resultant es del e ambio de ejerc,' 'io, a les q1t2 ss ~i " ;fiej"{3 :?Z {,,?-c;so 

'? comem;au-o . 

" ¡"f IlAr;;. :.,- :: 

el repres cntC'??te legal tie ¡':;l 

tas perci bidas por la 
. ~ 

~ 'j C·'2 S1"C 11 ~ 
. ~ 

Su: :::::;D~O:2 t)'vinc¿-

obtcni, -· 
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los meses del año siguiente. -' 

La dec laración o declaracion o declaraciones correspon­

dientes deberán presentarse dentro de los tres meses si­

guientes a la f ec ha de la aceptación de herencia respec ii;-

va. -""" 

bste art{culo nos indica la forma en que deben declara.'vse 

los ingresos de una persona que fallec e; expondremos a continm ción un 

ejemplo que comienza con la muerte del contribuyente y termina en el -

momento .::m que los patrimonios del causante y del her edero se confunden. 

l!-l contribuyente X muere el treinta de noviembre de mil 

novecientos sesenta y siete , el representante legal de lez sucesión que es 

02 1 heredero o herederos de conformidad al A. rt. 1078 C., que dic e: /1 Los 

asignatarios a titulo universal, c on cualesquiera palabras que se les lla­

me, y aunque en el testa.rnentd se les califique de legatarios, son herede­

ros: r epresentan la persona del t,estador para sucederle en todos sus de ­

r echos y obligadJnes transmisibles lf
; están obligados :2 presentar la decla­

ración por los ingresos -p,ercibidos por (-j l causante en el periodo comt)ren~ 

di do det primero de enero al treinta de noviembre de mil novecientos se­

senta y siete , -dentro de los tres meses sigzientes a la apertura de la su­

cesión o s e:2- , dentro de los tres meses siguientes al treinta de noviembr e, 

que fué la fe cha de la muerte del contribuyente, porque de conformidad 

al .A n. 956 del Código Civil: ,r La sucesión en los bienes de una persona 

se abre al momento de su muerte en su último domicilio; salvo los casos 

expresamente exceptuados. -" " " 

Muerto el contribuyente nace un rtl,A,evo sujeto para la Ley 
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de Impuesto sobre la Renta, que es la sucesión. 

Este nuevo sujeto de la ley tendrá vida hasta que la heren­

cia del causante es aceptada , siguiendo el ejemPlo anterior, la sucesión 

comienza a ser sujeto de la Ley de Impuesto sobre la R¿nta el primero 

de diciembre de mil novecientos ses <:Jnta y siete y suponiendo que lQ, heren·· 

cía es aceptada el diá quince de enero de mil novec iento s s esen~~; y ocho:. 

la sucesión ha tenido existenc ia, del primero de noviembre de n1il nove­

cientos ses2nta y siete 21 quince de enero de mil novecientos seserd-::z y 

ocho. ¿ Cómo deben declararse los in gresos percibidos por la sucesión? Tczi 

como.:..elnos indic a el inciso s egundo, e l heredero o herederos deben Iy;./"esen·· 

tar una deeleración por los ingresos ~'9rcibidos en el periodo comprendi--

do del primero de noviembre al trein!,] y uno de dici<2Tllbre de n1i l ,wve·· 

cientos sesenta y siete, y otra por lo.o ingresos perc ibidos en el, periodo 

comprendido del primero al quince de enero de mil novecientos sesenta y 

ocho, y el plazo para pre'::' ¿i,taylas se~'á de tres meses contados par"] la 

primera, a partir del treinta y uno de dic iembre de mil noveC'iento:J sesen­

ta y siete, y para la s egunda de tres meses, a parti1/" del quince de enero 

de mil novecientos sesent::z y ocho. 

También en este caso !a sucesión debe presentaY declara~· 

ción de impuesto de vialidad Serie ".Ie" por el capital po::-eúl0 al íreinta y 

uno de diciembre de mil novecúmtos S-2senta y siete.-

Una vez c ceptada la herencia, termina lo sucesión de S2r 

sujeto de Impuesto sobre la R enta y lel ::; herederos deb2n inclu:r en su ._­

r enta la parle que les corresponde del haber sucesoral. 

"" ".hrt. 53. l2,l formu?r¿rio deberá contestars e? en lo? pun 
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pertinente!;, firmars e y devolverse en el plazo que s ezíiala 

la ley. 5.2 deberán agregar los documentos necesarios pa­

ra comprobar las deducciones y descuentos a que s e r efie­

r en los lít2rales a) y g) del A rticulo 27 de esta Ley. 

Los contribuyentes que tengan obligación de llevar contabi­

lidad f:;~]Iltta l de carácter permanente , deberán acompaiiíar 

al formul:::wio el estado de pérdidas y ganancias y e l balan­

ce gener Q,l correspondiente al periodo a que se r efi er e la 

declaración, los cuale[: deberán ser fo rmulados, par2 los 

ef ectos de este art{cu[o, de acuerdo con las normas s efia­

ladas por el R eglam en:o. -" " " 

La declaración h2 de presentarse en los formularios r 3dac­

tados por lo Dirección G2neral de Co ;ztribuciones Directas. Esta enviá to­

dos los años a las personas calific adas como contribuyentes, los formula­

rios para que hagan sus de::: :'1'J!cciones en la forma que establece el art{cu­

lo citado y el r espectivo Reglamento. 

En la práctica se ha observado que muchas personas por 

a ó b motivos no r eciben el f ormulario y creen que por el hecho de no 

r ec i birlo, no están obligadas a declarar; esta cr eencia er rónea trae 

com o consecuencia grm'es problemas al contribuyente y lo aconsejabl2 en 

este caso: 2 S ac udir a la Dirección General de Contribuciones Direchs 

a solicitar los formulari os cuando ha transcurrido el tiem po prudencial 

y éstos no han llegado) t:::zl como lo esttlblece el inciso segundo del A r t. 

51, que dice : 

""" Si no hubier e r ecicido el formulario de declaración 
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en los meses de enero y febrero deberá solicitarlo a la Di­

r ecCión General o a la Delegación Departamental ,correspon­

diente, en el mes de ,narzo, pues la circunstancia de no 

haberle sido remitido, no lo eximirá de la obligación de -

declarar. :-""" 

También sucede que personas que han dejado de ser sujetos 

del , impu2sto sobre la renta o de la vialidad Serie l/A " Y que la Dirección 

General de Contribuciones Directas las ha relevado de la obligación de pre­

sentar las declaraciones, continúan recibiendo los formularios de decl2ra­

ción; en ,este caso, si se tiene 12 cert2za que no se debe declarar, ::Junque 

llegue el formulario no h'2y que hacerlo, pero si se duda de ello lo Clcon­

sejable es consultar a la Dirección General de Contribuciones Directas, 

sobre si se está o no obligado a presentarlas declaraciones. 

"" "Art. 54. - Las personas obligadas , ::z declarar de confor­

midad con .;3 :;:' 0 ~ey deberán presentar sus declaraciones en 

la DelegaciÓn Departamental de la Dirección General de 

Contribuciones Directas más cercana a su domicilio. Sin 

embargo" estas personas podrán, en casos de residencia 
, ' , 

accidental" presen'tar la declaración (J otra Delegación De-

partament,::zl distinta de la indic"lda. , 

Las personas que tengan ob!igación de declarar y que no 

sean domic iliadas en el país, presentarán sus declaracio ­

mes en la Delegac ión Departamental de &ai.l Salvador. 11 ff " 

La presentación de la declaración es el acto material por 

medio del cual el contribuyente, o ,el r epresentante de éste , entrega los 
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formularios que la contienen a la Delegación que eXpresa el artículo. 

En la práctica, el contribuyente, de cualquier d1Jmicilio que 

sea, puede presentar su de claración en cuatquier Delegación Departamental, 

toda vez que la IYresidencia accidental" a que se r efiere la disposición se 

traduce en esa facultad. 

A 1 ser presentados los formularios que contienen la declara~ 

ción el Delegado Departamental la revisará para cerciorárse de que todos los 

requisitos de forma han sido llenados y de· que el cómputo del impuesto es 

correcto, con base en el J'.. rt. 34 del Reglamento de la ley de la materia. 

A nteriormente, en la Dirección General de Contribuciones Di­

rectas se acostumbraba, princiPalmente en los días de mayor afluencia de 

declarantes y en la imposibilidad de que el Delegado D<3partamental revisara 

las declaraciones presentadas , designar un número de peritos para que revi­

sara las declaraciones antes de s er presentadas, 1 fj; cuales lo hacían, por 

r egla general , a toda prisa, porque el número de contri buyentes era demasia­

do y como consecuencia d8 dlo la r evisión no era una garantia para de c ir 

que se estaba cumpliendo con lo establecido en el A.rt. 34 del Reglamento. 

En la actualidad los formularios que contienen la declaración son presentados 

en la Deleg:::zción Departamental , al contribuyente se le entrega el rec ibo y 

con posterioridad, si la declaración está incorrecta, éste es citado para que 

la enmiende. 

Si los formularios que contienen la declaración, llenan los 

requisitos de forma y el impuesto está correctamente cómputado, en rela­

ción con la renta imponible y el capital imponible declarado, la Dirección 

General emite el il1.andamiento de Ingreso respectivo, el cual deb ser pagado 
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en la Coleciuria de Impuestos Directos de conformidad ::zl Art. 74 de la ley, 

pero puede ser pagado tam bién en los Bancos previamente autorizados por 

acuerdo de la autoridad r espectiva. 

En relación al inciso segundo del artü;rdlo comentado, el pro-

blema que surge es el de determinar qué person:J,s se consideran domicilia­

das en el pais para los efectos de la presentación de la declaración; y para 

ello aplicaremos en primer término las reglas establecidas en el Código Ci­

vil y subsidiaramente las establecidas en el A rt. 34 de la Ley de Impuesto 

sobre la r enta. 

Problema adicional que se presenta al contribuyente es el de 

si puede o no modific ar su declaración cuando ya la ha presentado, sea por­

que ha omitido ingresos o ha declarado ingresos que no ha percibido tratán­

dose del impuesto sobre lo r enta, s ea porque ha decl::zrado más activo que el 

que en realidad posee o ha omitido dec larar parle d e sus bienes tratándose 

del impuesto de vialidad Serie u /,\ Yf • 

La solució:1 _.' problema dependerá del momento en que soli­

cite a la Dirección Gen2rc;l la mod~fic ac ión o amplia e ión de la declaración, 

solicitud que deberá hacer por escrito en paoel sellado de treinta centavos foja 

y en que permenorizaró los motivos que pueda invocar. Veamos tales ca-

sos: 

1) Si la :'1m pliación o modific ación se solicita dentro del -

plazo para declarar, se r esuelv e siempre admitiéndola y la tramitación 

se hace consideradas las dec laracion,;s ariginales y la modific ación. 

2) Si la czn pliación se pide pasado el término para decla­

rar pero dentro del término de pago $ también se resuelve admitiéndola, y 
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pueden ocurrir dos casos: 

a) que en la ampliación se compute mayor impuesto que el 

declarado originalmente, y entonces la Dirección General emitirá un jWanda­

miento de Ingreso Complementario por la diferencia resultante, si ya hubie­

?e emitido alguno; 

b) que en la amPliación se compute m enor impuesto que el 

declarado inicialmente, y entonces la Dirección General anula el lVIandamien­

to de Ingreso que hubiere expedido y emitirá uno nuevo de acuerdo a la mo­

dific ación. 

3) si la ampliación se Pide fuera del término de pago y por 

tanto fuera del término para declarar la Dirección General no dicta resolu­

ción admitiendo la modificación pero si ordenando que se fiscalice la decla­

raciÓn, fiscalización qU2 puede conducir a los mismos dos casos señalados 

en el núm3ro anterior,. con las siguientes modalidad2s : 

a) si no se determinan otros ingresos que los señalados en 

la declaración y modificación, se emite el Mandamiento de Ingreso Comple­

mentario sin imponerse multa, por evasión de impuesto en atención a la bue­

na fe del contribuyente; pero si la fiscalización arroja otros ingresos no -

computados en la declaración y modificación subsiguiente, a más del impues­

to total se le impone la multa respectiva; y 

b) si se establece que se computó mayor impuesto que el 

que se debió pagar, en la, tasación que se verifique se ordena la devolución 

del excedente . 

4) si la modificación se Pide fuera del término de 5 años 

que d .l. rt. 67 cOnCecl2(l la Dire·cción ~ General para tasar c uotas 
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originales y complem entarias, la solicitud se declara sin lugar porque no 

teniendo ya la Direc ción la facultad de fiscalizar la declaración, por haber 

prescrito de conformidad al mismo articulo, no está en condiciones de cons­

tatar las razones alegadas. 

Queda por aclarar qU f; toda modificación que en princiPio se 

acuerde, está sujeta a fiscalización subsiguiente al igual que lo está absolu­

tamente toda declaración. 

Las soluciones que aqu{ señalo a los diferentes casos, no 

r esultan de disposiciones expresas de la ley la que estcl no las contempla 

específicamente, sino de aplicar el princiPio de equidad y el criterio lógi­

co que conforman la legislación vigente.-

******************************** 
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Después de haber estudiado los sujetos de l im puesto, el plazo 

para declarar y la presentación de la declardción, tócame concluir esta par­

te del trabajo indicando los medios de que se vlf}, le la Dirección General de 

Contri buciones Directas, para deter minar la r enta imponible y el capital im ­

ponible del contribuyente en cada ejercicio o periodo fisca l. 

11 11 "A rt. 64. - Las bases para la determinación de la .r. enta 

por parte de la Direccil)n General d3 Contribuciones Directas 
, 

seran: 

a) La declaración del contribuyente ; 

b) El cálculo de la r enta que, por C'tJlalquier m edio legal, s e 

establez ca mediante ü~tervención pericial; 

c) Los dedo s suministrado s por la Sección de lnformación;y 

d) Los indic ios que la ley permite . IIU/?F7 

1::- l A. rt. 64. rios habla de las bases (Ja1I'Q deter minar la r en-

ta , Zas cuales también s e aplican para de terminar el c2pital de las (J.arsonas 

obligadas a tributar, o sea para la dei.2rminación del im puesto d6 victlided 

a) Declaración del contribuyente . 

No - encontramos en nuestra legi slación tributaria concepto al·­

guno de // de claración", por lo que para elaborarlo hemos de r ecurrir a la 

acepción gramatical. Segán el Diccion'lrio de la Real .J.) cademia de l::z Lengua, 

"declaración Pl es " acción y ef ecto de declarar o dectcwarse " y "declczrar FF 

es ' '/nanifestar o explicar lo que está oculto o no se entiende bien" y también 

TI determinar una cosa TI. 

Con tales elem entos de juicio podemos de cir que la declaración 
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del contribuy ente es una yywnifestación o explicación que hace al Fisco de los 

elementos necesarios pml'Q, la determincl ción del im pues to que le corrcs()on-

de pagar. 

Circunscribi éndose entonces a la materia que nos ocu(Ja , po­

demos decir que rJ.~cl~Ct cJón de_ imp~~sJo so br e la r ,mta es la manif estación 

que qui en está obligado e f ormularla hc ce al Fisco de los ingr esos :jue ha abte · 

nido en u~ ejercicio o periodo de i mposición, d2 las deducciones a que tiene 

dere cho de conf ormidad con la ley , d e la r enta imponi ul2 y del im puesto a 

pagar; y d!!cl~!..c!:Ejó~de_j~~ues.to de vi.2lidad Serie HA YF ¿s la manif estación 

que qui2n está obligado e í ormularla h,::,ce al Fisco d 2 su activo y pasivo al 

fina l de cada 2j2rcicio, eL su capital ú nponi bl¿ y d::; l i ,n¡'Juesto a pagar . 

--::- sta decLración ha d e darse bajo jurcmr¿nto de que l ;:;z in/ or-

mación qU ? contiene r 2fl 3j(2 f i slm ente l ,t capacidad contributiva , y se ~?íesu-

m '2 que 2 S ;;xacta m i entrc s la Dirección G2ner(,il no d, ,3muc:s tre lo contrCirio. 

Con bas ..J 2n ella , en prim er término , la Dirección G ~nera l determina la r en­

ta imponi ble y el capital im ponibl¿ del ::ontri buy .::mt.:; , para lo c ual het de ve­

rificar los datos que conti¿m:: y la docu:n¿mtación qu.: s e agregue . Por 1/'.zgla 

g,:meral el contribuyente no está. obligac:o a pr '2S'2ntar pruebas de las ::ifirma­

cion3s que }zaga en su declaración , (J er ,) por excepción l::i l2y , exig:; com pro ­

bación al "IYWm2nto de declarar de ci 2r ios gastos y ded".cciones esp ecie~ l2s, 

com o s :::r de pagos de p'ZI'imas d¿ s .¿guros , de s ervi cios íJrofesionales r 2lacio­

nadas con le; salud y del :;s tado civil d .,; padre, de conformidad con los 

A rts. 31 y 53. 

b) Intervención JP ¡;r ic iai. 

Considero que la r ¿dacción de la letra 6) del Art. 64 qV,2 nos 

ocupa no 3; S nada f eliz. - ~,n ef ecto , no [Juede s ¿r bas e fxw a determinar la r en-
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ta, el cálculo de esa misma r snta. ¿ ntiendo qu ; lo que el l2gislador quiso 

2xpresar, 2 S que servirá de bas3 para la deter minación, la investigación 

peric ial qU3 se haga por cualqui¿r m ¿dio legal. 

La intervención de peritos para deterwzinar la capacidcd con­

tributiva de las personas ¡)u,¿de tener lugar de oficio sirrtpre que la Dir'2cción 

General lo estime conver.úJnte , o a pet~~ción de parte o s sa a solicitud d::: l -

contribuyente ; y para tal ,sfecto, la citc c!a Dirección c u:3nta con un cU3rpo 

de peritos :3specializados ::.:n determinad:Js ramas como ser contables, agrí-

colas, etc Esta intervención está mnpliamente r 2gulada en el Art. 63 de 

la Ley de jmpu3sto sobre la R ¿nta , qu ,,;' dice: 

Pi 11 TP La Dirección GeneYI 7, Z contará con 'b:n cuerpo de peritos. 

En cada intervención p2'ricial podrá tomar parte uno o más 

peritos que la DireccióH General design:;, y los dic tám:mes 

podrán s :;r ampliados por los mismos P!'vitos o por otros di- , 

l erentes, ::l juicio d¿ la nz¿ncionada Ei.rección, cuando encuen­

tr::: que dicho,'" d~ctámen¿s son diminutos, o podnÍ, ord2n2r -

otros nu :;vos cuando adolezcan de defici encias y no le instru­

yan sulic i zntcmentc par,,] una justa t2s-:zción, o cuando ::- stime 

QU2 el dictam;;;n no está ajustado a la, r~[J,lidad de la úW3sti­

gación qU?; se practique. b n consecu2ncia , la tasación, cuan­

do ocurre intervención [) ,.]ricial, deberá JaSarS2 ¿y¿ uno o en 

varios dictámenes que [ ''1 Dirección escoja , los qU 2 ser¿n trans­

critos en los pasajes p¿ vtinentes (Jar.::z la información del con­

tribuyenL;; . 

Los peritos quedan I acuUados para proc3der a la inv t3stigación 
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directa de la r enta o a la comprobación de la declaract'2 , pudiendo pr,:¿cticar 

inspeccion3s, valúas y toda clas ;;: de encuestas acerco de la producción , 

gastos de explotación y demás datosque .puedan ser útiles para la cl2t 311mi­

nación de la r enta. 

Cuando los p¿ritos encuentren que la contabilidad de un con­

tribuyent9 no r evela su v2112adero estado económico o adolece d.¿ vac ios qU2 

per mitan la evasión del i .npuesto, procederán a determinar la capacidad con­

tributiva del sujeto del im(J'U,esto por los medios QU:2 determina esta 19y. 

Los peritos t2ndrán independencia de criterio en la ~precia­

ción y determinación juste de la renta. "1I",r" 

Poaemos::lgregar qU2 para la meyor eficiencia de la investi-

gación, en la práctica la Dirección G2neral acostumbre nombrar varios peri­

tos especialistas en la ramas qu~ com prende la investigación, si s e trata de 

determina1l la capacidad contributiva d 3 personas o empr esas que S2 clediqu.:h 

a variadas ac tividad.2s 2; conómicas, por ejemplo, agrícolas, industriales, co­

m erciales, etc. 

c) Los dat:Js suministrados por la S2cción de Información. 

La Dir:2cción G;:;neral de Contribuciones Directas cu3ntc con 

la Se cción de Información, qu¿ exige la ley ¿n su /\r l. 57, S:.:cción qz,:;: cons­

tantem ent3 'registra todo d.2 to qUe: pu.zda servir (Jara r '3vdar o determi:nar 

la ca{xzcidccl cc onómica del contribuyente. con miras .'J, la determinación del 

impuesto. 

Los datos que r egistra la Sección r 2ferida pueden prov.mir: 

de los avisos e informes qu :-· le den las personas oblig:~das ::m tul s .'3ntido 

por la l2y , de lo que encontram09 2jemplos en los Art. 60 inciso último y 
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65 para citar algunos; d.e la información qU2 obt8nga al hacer uso de la fa­

cultad que le confier e el .l. n. 62; y de la actividad d2splegada por sus pro­

pios informadores, que tiene destacados o puede destacar para casos concre­

tos. 

Los datos que con mayor efici encia s ; controlan al presente 

son los r elativos a ingr 3S0S provenientes de sueldos, (Jguinaldos, gratifica­

ciones, bonificaciones, (¿portes y utilidades de sociedades colectivas, accio ­

nes y utilidades de socisdades anónimas, producción del algodón, transc!' f(;io'" 

n2S de garu::zdo de toda cl2S2 con 8xcep ción del porcino, producción de alcohol 

y aguardi znte, venta de envases y tapones, movimiento de las oficinas del 

Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas, actividades desarrolladas por 6 X­

tranj2ros a quienes S 2 controla mediante la Dirección General de i'viigración, 

etc. Toda esta información s e traslada a tarj ;.das ¿ SP 3C iales individualizadas 

que se arckivan por ord2n alfabético y que S :2 consultan para 2vacuar lo s in­

form es qU 9 por escrito le pidan las S..Jcciones Jurúlica , P2ricial y ds Con­

trol, cuando el caso lo 1/equier J. 

La SeCdi,ón- de Información r egistra, (Ju:;s, datos concr3tos 

soor 2 el sujeto d2l impuesto, al igual qU 3 otros qu¿ sólo ll.:gan a la c::de ­

goria de indicios y que por tanto sirven únicam¿nte como base para iniciar 

la investig-:~c ión necesar ia . 

d) Los indicios que la l ey permite. 

Si la determinación de la r enta debe verificarse con base 

en datos concr2tos sobr ¿ la capacidad contributiva del suido del im(Ju3sto, 

.mti :::ndo qu~ los indicios por si' solos no constitayen bas e para tal det2r­

minación, pues vien2n a s 3r no más circunstancias r Z'V3ladoras de una po-
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sible situación ¿conómicct . .en otras palabras: 2l hechc de · que alrededor de 

una persona o 2mpresa s '] dé cuam o indicio s ea imagimbl~ , no es sufic ien-. 

t8 para tas :::zrle su impu3sto, PU8S s erá siempr2 necesario compro barl::: qu.:J 

en un ejercicio impositivo dado p.;rci bió una r enta determinada. 

nn cons ecuzncia, estim o que los indicios constituyen solam en­

te hechos o ci-¡;cunstancias significativos que pU2den dar base y hacénfactible 

una investigación sob're la capacidad económica de un sujeto dado. 

Fi enso que .::;l razonamiento anterior d S vr:" f'dero independien-

temente de considerar el indicio como princiPio de prueba o como prueba se­

mi-plena, pues que la cC!:{x:zcidad económica de una (J 9r sona deb;;; s er es table­

cida plenanwnte (Jara qU 2 le pueda s er tasado su impuesto. Jamás s e podrá 

tasar un impu2sto sobre la renta o de vialidad Serie flA fI sobre una base in­

cierta como lo s eria la QU3 da una s l miplena prueba y menos aun sobr e la 

que podri'Q dar una pru2Da presuncional, que es a la mayor categoriá a que 

pvdria llegar el indicio. 

J~ grego, ::n abono del razonamiento apuntado , que al voc ablo 

fld eterminoción
fl 

no s e le ha dado en la ley una . acepción técnica y por ello 

sólo puede 2ntenderse en su corriente acepción gramatical , que s egÚn el Dic­

cionario d'3 la R ¿al A cadcmia de la L 2ngua !~spafíola significa 11 acción y efec­

to de d2terminar o determinarse lf y Ildeterminar ll es Hfi jar los ti rminos de 

"tI "Art. 56 .... Son indicios r eveladores de la r enta: las c'2nti-

dades que se gasten en habitaciones, los valores qU 2 se impor-

t(m o exporten, el monta de las ventas dd año, el movirn:ien-

to e increm ento d2 los capital.es, el ve lar del activo fi jo y -
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circulant.¿, ::l número de los ~;mpl¿ados qU 2 s j pa­

guen, la m,n;plitud del local del establecimiento o industria , el 

valor de las exist2ncias, la amplitud de los créditos, las gas­

tos person:-:. l2s, el valor de los cont1/"atos para confección de 

obras o r :]cllización de trabajos, el capital improductivo , el 

monto de los inter eses qu¿ se pagan, y cualquier signo que , 

prudencial o lógic'2m enL, pueda servir como r evelador de 

la capacidad contributiva de la p¿rsono. 1I " Ir 

Señalamos ¿n primer término que los indic ios r eveladores de 

la renta que indica :2ste artículo son a vía de ej(;mPlo , pues cuando en su par­

te fina l dice " y cualquier signo que , prudencial o lógicameri e , pueda servir 

como r evelador de la capacidad contributiva de la persona. 11, está indicando 

que esos ejemPlos s e pueden multiplicar. La importcmcia de que se consi!!fle 

en la L ey de Impuesto sobre la R¿nta una disposición Domo la pr2s eni:J, estri­

ba en que ella viene a s ,¿,r una orden (Jara qU:J la oficina tasadora del impues­

to no descuide la investigación d2 la r enta en r elación a cuanta person(!, o 3m ­

presa muestre los signos r eveladores qU2 apunta, y que no pueda investigárs 2-

les en forma directa. D~;s cuidar esa investigación s 21íÍa , asi: incum(Jlir por m:;'­

ra negligencia la obligación que la ley l 2 impone en beneficio del Fisco . 

Ha biendo sostenido al comentar la letra d) del j\ rt. 64 que el 

indicio no es bas e para d:::termim r el im puesto sino circunstancia qU2 da -­

pauta y hnC2 factible la investigación de la capacidad contributiva de la p2r­

sana, tocc~ ahora considerar qué criterio debe imperar para estimar hasta 

dó'tzd a los signos r eveladores ameritan que S 2 investigu~] a una persona , y 

a.,m2ritándolo, en qué forma deben ser apreciados. Considero que par2 ame-
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ritar la investigación., el indicio que s e da en forma aislada debe S2r v2he­

m :mte. es decir que haga muy verosímil la posibilidad de que la persona a 

investigar tenga capacidad contributiva o que la tenga en grado sup3rior a 

la declarada, pues hemos de partir de que toda persona tiene el der echo -

el:::mental a no S2r perturbada en sus actividades de manera arbitraria. J.:-n 

.]1 caso d 2 r;~e concurrier 2n varios indicios, admitimos que procede la inves­

tigación aun cuando cada indicio ¿m sí no tenga el carácter de vehem2ncia que 

exigimos .:3n el caso contrario. -

En mi criLrio , tel es la intención del legislador cuando es­

tatuye qU 3 el signo debe s er tal que sólo después de apreciado en fo rma 

prudencial o lógica. nos mueva a concluir que am2rita una investigación. 

A hora bien , esta investigación debe s er ef ectw da Jn forma 

2xhaustiva y tdcnicamente para qU2 su resuUado s ea lo más conform e con 

la r 2alidad, tanto para D.]neficio del Fisco como del interesado , pu.]S no 

arrojando ,;l verdadero resultado sa12 perjudicado o aquél o i ste. y 3 rt am­

bos casos S 3 rompe el principio de equidad, 2speciczlm2nte en el caso de 

la persona que S ·2 ve impelida a realizar infinidad &gestion.;;s (Jara qU·3 su ta­

sación ll "Jg7.;ze al punto corr ecto. 

La falta de muz correcta inv2stigación puede conducir a ,/ 

equz -

vacos como los sigui entes: 

a) Un prof esional qU .5 s e inicia monta su oficina en un local 

caro, dotándolo de mobilicwio de primera calidad y contratando los 3rvicios 

d3 una, s "5cretaria atractiva , todo ello con Obj 3tO de atrcwr clientela a. la ma­

yor br eved'2d. D ¿ bU2nas a prim2ras podría considercws,¿; que lo anterior 

constituye indicios r ,zveladores de gran capacidad contributiva, y si l:..z inves-
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tigación S 8 contrae a constatar lo dicho, ocurriría que se cometeria una gran 

injusticia si, para el caso, r esulta que el montaje de su oficina lo ha hecho 

al crédito o por m edio d2 la tiberalidad: de sus progenitores y que los ingre­

sos no le alcanzan ni para costear el local, que es lo qu~' normalmente ocu­

rr2 al profesional que S '2 iricia. 

b) Una (J srsona qU2 monta una 2mpresa o que ampUá l,7, que 

ya tiene esta,blecida, da a simpl2 vista una impresión d2 prosperidad que de 

inmediato le hace apar2csr como de gran capacidad contributiva. Sin 8mbargo, 

pudi¿ra también ocurrir qu¿ tal apari2ncia sólo sea eso, y se cometería gran 

injusticia si ese indicio /u8ra el determinante de su r .¿nta. b n ef ecto, tratán­

dose de la empresa que 5 2 inicia , habrá que considerar la s erie de activida­

des a que el empresario s s ve compelido, como ser gt2stos de pro (x2gcmda , 

r egalias, etc. que neces c!,:/'iamente significan desembolsos sensibles P,'J'!l'o in .. 

dis f; :;nsables , los cuales hacen muchas veces que los 3gr esos sean mas cuan .. 

tiosos q Ué!. los ingresos. 

~.:. l desarrollo de tal2S -:::. ctividades puede producir la impr 2sión d~ 

que el 2?npr esario percibe fuert2s ingresos, lo cual pudiera no ser ci2rto, ya 

que toda 2'Y'llpresa y esp 2cialment,e la qU2 s e inicia , lw de r ealizarlas n2cesa .. 

riamente con miras acimentarse y c on la esperanza 02 que tales activida-

des conducirán a la obt2nc ión de ganancias 2n el futuro. Lo mismo ¡jd}, ría 

ocurrir 9n la '2mpresa q¡'~J se amplia. 

c) Una 3mpr esa qu.J S 2 dedica a la agricultura podría' dar 

indicios de gran prosperidad segÚn s ea la 8xtensión de ti3rra cultivad·::!' o el 

volumen de la producción obtenida; p2ro tambi in s ::; cometeriá una injusticia si 

se· c..onside~anJAf- ; l aisladam::mte esas circunstancias y con base en ellas se 
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det2rmina su impuesto, ·puesto que habria que tomar en cuenta previamente un ca 

junto de facúWes que"i-nciden enl"á .actividad 'de la ~raleza, comd ser les fenó­

menos naturales ( s equú:z o 2xceso de r:!gua lluvia, plagas, etc.), costo de 

fertilizantes y de insecticidas, valor d<J la jornada de trabajo en r elación con 

su durac ión, la fluctuación de la oferta de trabajo, pr2staciones socictl2s al 

trabajador, costo del fi eL: de material2s y productos, etc. 

La misma observación puede hac2rs3 en todo caso ,m que ha-­

ya de tom2rS2 en considt3ración cualquiera de los otros indicios que 5 3 pre- · 

s enten, por lo que recalcoqu2 el indicio Bn si" no pU2de ser base para la 

determinación d¿ la rente , y QU2 si¿ndo sólo la bas e que puede justificar una 

investigación, ésta deb2 1/ealizarse a conciencia para qu~ su r2sultado sea 

cierto y por tanto equitativo. 

Una vez determin. . .1da la r enta o 3l capital de conformidad a 

las bases que establece el .1: rt. 54 de le Ley de Impuesto sobre la Renta , la 

Dirección G¿;neral de Contribuciones Directas 2stimar¿ si 2l contribuyente 

ha dicho l Ci verdad en sus dec laracion¿s o si por el contrario ha tratado de 

evadir el impuesto, dec larando menores ingresos que los obt:midos o decla­

rando m e::nor c a(Ji tal del posei"do; asi" mismo 2stimar5. si son aceptables to­

das las deducciones y si J S ac ;;ptable todo el pasivo declarado. 

Si el contribuyente no ha declrado o habümdo declnrado no se 

ha computado impuesto y la Dirección General de Cont1l"ibuciones Directas, 

al hacer la investigación, estima que S 2 han omitido ingresos o que no pro­

ceden las Q,:,;;ducciones declaradas y que como cons8cuencia de ello 8l contri­

buyente está. :::n la oblig:Jción de pagar impuesto, proc::3de a tasar la cuota ari­

ginal o cDmplementaría de impuesto sobre la r enta; as{ mismo, si estima qu .~ 
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el capital ] s mayor que el declarado o que el pasivo 3 S menor) tasa cuotas 

originales' o complementarias de impuesto de viéiUdat1 Serie I~ ". 

"" "A rt. 66 .... Cuando la declaración no S 2 estimare ccrr ec-

ta o cuando no se hubieye contestado r2l fo rmulario de decla­

rac ión, le Dirs'cción G ::neral determinará la r enta i mponible 

del c ontribuyémte por cualquiera de los m edios que es ta ley 

le c onc2de y tasará 2l impuesto correspondiente. _ "/? fI 

Ir A rt. 67. - Cuando el monto corr ,,:xto del impuesto S2a mayor 

que el declarado o el tasado, la Dirección General determina-
, 

ra el impuesto complementario que corresponda . 

.el derecho establecido :::n el inciso anterior, asi como el defi­

nido en el art{culo pre c ..;d en te , prescribirá en la forma si-

guiente: en el caso de existir d,::;claración , a los cinco años; 

y en el caso contrario, a los di ez años; debiendo contarse el 

plazo I en ambos casos, desde la expir:.,,,ción del término legal 

para pres 9ntm' le declaración correspondiente. Entiéndese por 

t irmino l2gal el s e77ialado por esta l;:JY o por decreto que am-
, 

plie el Plazo en casos especiales. 

Sin perjuicio de lo establecido en el in ciso anterior y 'lJni ca­

m ente para los efec tolS de la prescripción, s e r eputa no 2xis­

tir dec laración c uando ésta fu er e presentada destmi s de trans­

curridos cinco años a p'1rtir del último dia del plazo 3n que 

debió pres entars e. "1/ 1/" 

En atenc ión a qU2 la ley no nos da conceptos sobre r? cuota 

original" y "cuota c ompLm2ntaria", considero necesario hacerlo :m :~ste 
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trabajo para una m ¿jor comprensión de los puntos qU3 siguen. 

Cuota original de im(Jw:: sto sobre la r enta o de vialidad S02rie 

"A ", ¿s la cantidad de dinero que el }::" isco determina al contribuyente que 

no ha d2clarado o que si lo ha hecho 'i'~o S ] ha computado impuesto, no obs­

tante tener capacidad contributiva. 

Cuota compl::m entaria el.; impuesto sobr3 la r2nta o de viali ­

dad Sen ] HA TP, es la contidad adicion2l de dinero qU2 :; l Fisco det :3rmina 

al c ontribuyente que en su declaración se computa m enor impuesto que el 

que le corresponde pagar. 

k, l inciso 20. del .1:' rt. e7 2stabl :.:xe que 2l derecho} de la Di ­

r ección G3n(;; ral de Contri buciones Dir0ctas (Jara emitir cuotas original3s y 

complementarias de impuesto sobre la renta y vialidad S2ri c uA /1 prescriben 

en cino y di.¿z wios, según que exista o no declaración, lo qu¿ significa que 

si transcurridos esos términos la Dir,:: cción General tasa los impuestos del 

penodo de imposición a una persona y pretende 2xigírs :::los, tal persona pu2de 

negarse a pagarlos aleg2: ;:,--, [~t prescripción, y ahí t¿rminaria la pretensión 

de la Dirección General. Lo que d:dcymina el momento <Jn qu¿ s¿ 3Kigen, es 

la f echa de la notificación que S :2 hag'1 a la p3rsona, sin importar q U2 el 

acto material de la t asación 8 :2 ej:xuie 2n f echa anterior a la en QU 2 n::lce 

el r ecurso, por ser r :2gla general que la f2 cha d2 la no tific ación 9 S la que 

det:2rmina los ti rminos (xzra r ecurrir. 

J.2. n ef8cto, aplicando las r eglas del derecho común a qU:3 nos 

remite::l .Art. 116 de la, l 2y que com_ntamos" -t:znemos QU2 el A rt. 2231 C. 

expresa 2n el inciso 20. que "Una acción o derecho S 2 dice prescribir cuan­

do S 3 extingu;¿ por la prescriPción", y en el inciso 10 . nos da el conceptcde 
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pr escripción como m odo ir de ¿xtinguir las accbn8s y der;;; chos ajenos IY , qUJ 

7 .. ... • t es Ir:;;' aC3pcion qu.:.: aqU'l z.n '2resa. 

Ji hora bi :m, cuando dscimos qu¿ ,¿l contribuyente pued2 negar .. 

S :3 a pag2r los imp'uestos así tasado s 2l::gando lel pres cripción, es (Jorqu¿ t2sa 

alegación ::;'s necesaria PCW:22(Joyar la niJgativa; a l t 2nor del A rt. 2232 c. que 

dic<2 : Ff.:¿l qUé: qui .~ra aprov¿chars ¿ de la prescripcü5n d2be alegarla; :; l Juez 

no pu¿de dec lararla de oficio. ti 

Si la persona i n ClAc stión paga voluntcnliament ,¿ los im(JU2stos 

qU2 s e l ,~ cobran, no · t 2ndYÍa d,¿r ~cho 1 r¿petir lo pag_-do por estar a¡,rliplien­

do una. oblig;ación natural , y habriá qu J en tender qu~ h.~; r enunciado t¿citamen­

te al b,meficio d3 la pr2scripción, (Ju.::s de conformid,']d :;zi j~rt. 2233 C . y¡ L a 

pr:¿scripci¿n pued.e s ,;r r .:;nuncioda ex(Jresa o trÍcitam3nte. R3núncias 2 t¿cita -

mente, cuando el qU 2 pU2cZe al;;g~wb ~'?7J2nifi2sta i)or un (L CnO suyo qu .':- r eco-

noc·;:: 2l Q31í:;;cho d el dUeZ1(; o del oc 11' :::edor . ... 11 , Y no podria haber mJj 011' 

mcmifestaci5n dei r 2conoci;",1,i ento j·2 tal der~cho, qUc2 ~ l pago mismo . Sin du­

d'2 ,:zlgun':l , tczmbi in s e d211'ic¿ l2 'Y'c,nunci 1 tácita cuando qui ,.:;'n paga al3g;¿ pos­

t JriO rment3 QU 2 pagó por ignorcmcia o mal asesora~ni:nto, pues qU3 t--:~mbién 

:;star íez cU::'71pliendo un2 c¿ligación natur2l, y .:;;demás qU2 la ley é:n est -:~ ma-

t :;ria debe interpr etarsJ 712s trictivamente: s 2'2l é;ga o no se ;;¡,l¿ga el r:-curso , 

sin qu e qu::-;x:m ult-::rior2s consid2racion2s. 

No hay oCjeción .2 que l2 pr 2scripción3rr¿ ..;ste caso corra con­

tre .d . .:.,st:~do o a qU2 ist3 se aprovech¿ de un-;¡, (Jr.J sunh ignorancia d-:;l con­

tribuy2nte que paga pudümdo 2xivnirS2, pues el Jrt . .2236 C . dic:; : 'f L--;~s r e­

glas rel'2tivas a la pr.Jscripción s;,:; aplicanigualm"mtc ::3 favor y ¿n contra 

d,¿l li stado 11 
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Jén cuanto ,~~ las normas so br e ::l Pl2zo qU2 trae el inciso 20. 

del A n. 67, Uama la aLnción la preocupación del legislador por indic:w lo 

que debe /nt¿nders -:: por Yftermino legar ' , 8specialmente cuando establ:;x e 

que es t:::zmbi én el s 2ñalcdo "por decr2to que amPl{¿ 3l plazo en casos ss pe­

ciales PF , ¡)1I':-:-ocupación q U9 s e exPli ca porque en ipocas ::mterior¿s m~/~C Í'é~ .'2 S p::r ­

sanas coloc2das :m la situación planteada al2gdbarn:P-'f'escr.ijJÚiÓ'iL dclderecho de 

la Dir2cción General a 3"ívzitir tasaciones originals s o complem¿ntari":ts s s 2gún 

el casa, sin tomar en C"umta la amPliación del plazo, c1.,wndo s ;;' d a{x¿ , par ::z 

computar 21 lapso nec.es a.rio para qu.J naciera 21 recurso . Va lga la oús3rva­

ción de QU 2 no S 2 tien2 noticia 80br3 que la Dir¿cción C,meral ndmiti 2ra tal 

Crit2riO 2n caso alguno, ¡>:::;;ro a fin d..3 hacer d .~ sapar2ce:;r una interpr]t:~ ción 

qU2 era mctliCiosa más qu¿ todo, ::d Lgislador cr;;yó conveni¡mte aclcwar el 

(Junto. 

r:. l inciso 30. del f.l rt. &7 am erita com:;ntario porque l::z fic ­

ción que 2st"1 blece apar5nLmente no ti ene justifica ción , p¿ro era¡~¡¡:; c :;s:;ria 

para cort~.tr los vicios qu:::,n la práctic.2 se d.:.:fx:m por l ':l aus ;;ncia d :J una r e­

gulación ¿m tal sentido. 5-'n ¿f::.cto . dado qU2 en las l ...::ys s ant¿rioró:J s nc exis­

t{a la ficción, muchas (J?:rso nas r~huían o prd¿ndh7n 11 ;huir el derecho d2 la 

Dir:;cción G 3neral :2 .::mi till CUot2S originales o eomplem .:::nt2rias cuando ha­

c{::~n trcmscí;wrido cinco '2ños de ';xpir-:.J.,ción del plazo ~,::;r(J declarar, p1l3S2n­

t:::ndc d2cl:::wr:t ción la Dir ;c c:ión G.m eral 2staba legalmel1t ;; incaf;acitad2 p~tra 

.¿mitir die :% ;2S cuotClS dI¿ conformidad :1 las disf;csicion ::s .::ntonc2s existJmtes 

y qg.; equiv?-Uán a los ./.rts . 65 y 67 actual2S, desde h~2g0 que el fi11"lnino 

d :; di ez az7!,QS ¿s para el CJSO .m qu:: no i:xista declaración, caso que no se 

daba y:z :m r elación a 2llas desd2 el nvmsnto en que la d¿claración estaba 

BIBLIOTE CA CENTRAL 
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presentada , pues lo únicc que la ley :3xigía .3r '2 tal r ¿;quisito sin d3cir en 

qU2 momento debía habers'¿ hecho la pr.:;s entación. ';]u9 tal situación e1l:';; en­

gorrosa y s e prestaba a variadas interpretaciones, P01" lo que según quién¿s 

fueran los funcionarios :mcargados de la aplicac ión de la ley, se podié; usar 

distinto criterio . 

La Jxperi 3ncia sobre el particular movió al l3gislador :¿ '2sta-

bleccr la f icción circunscrita únicam,¿nL a los Jfectos d¿ la pr.3scrif?ción, 

con lo que no pu:.::de haÓ3r ya diversas int3rprestacion'3s y $ :5 cicrr::z L (Ju2r­

ta a la práctica malicias:;!' QU2 existió o pudo existir. 

De la (>r ;:scripción del der echo de la Din;; cción G:,meral a emi­

tir cuotas, surge el pro blema de si tal prescripción lleva apar ejada o no lcJ, 

pr¿scripción d2l der echo de; im poner multas r 2sultant:3s de la 3'misión cJ2 ta­

les cuotas, que s:Jrian bs que s 2iiialan los Arts. 102 y 103 para los c -:J sos de 

evasión no intencional e int :3nciow:zl. 

Mi criterio ':::. s qU0 con l{], prescripción a,JI der echo d8 (;;mitir 

:c uotas pr :; scribr¿ .;;l de impon;;;r las multas r 2s f;x:: ctivas, ya que éste s ::w{á 

un d8r echo qU 9 2ccede ·2l prim3ro, qu.:.. no ti ::ne exisLncia independiente , y 

es un [Jrincipio jurúiíco qu ,:,;; lo accesorio Sigu2 l,'] sU2r L de lo princiP-:.;l . n n 

consecu ;mC'i ::¿ , quien al2g:::i la pr 2scriPción d2 Zas cuotas tendría que cz l3gar al 

proPio ti2~npo la pr escriPción de las multas corr2s pondi entes. 

Hay crit31/Ío ..::n sentido contrario, o S :'3a que estirrn QU<3 el 

d(;¡r ::: cflo cJ,s imponer muu'--;¿ s 2 S independiente del de emitir cuotas y qu:; por 

lo tanto le pr escriPción eL, este der echo no conlleva la pr¿scripción d3 las 

multas, por lo qU3 éstas sólo ,pu Jden pr escribir de conformidad a las r eglas 

del der ecl10 común. 
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Independient2m ·:mt¿ de tal ...: s crit2rios. C~;J:;: preguntars '] si el 

l¿gislador 3 StUVO acertado al emplear d término Jf pr 3scripción" en este ca­

so y si no hubiera sido más corr0cto :::1 emplso del término " caducid-:ld fY
, y 

surge la ()regunta (J orqu:3 ;?- l vocablo Ff {.Jr escriPción" i YlA:[:,'Ucarlá s¿gÚn lo 2 X­

puesto, le fa cultad de l:;¡, Eir;; cción General de emitir l2,s cuotas aun cuando 

hubieran transcurrido los t rirminos señ:1,lados en d inciso 20. d'i:;l .A rt. 67, 

desde el momento 2n qu ::: ya expresamos QU:2 .;1 contribuyente ha de ,3xc ::. {Jcio ­

narS ,2 par:::, no tener qU.2 ix!'gar ..Jl impu .Jsto. .¿sto significaria a su vez qU2 la 

Dir 2ccién G::;neral sólo ,~mitiría c uotas transcurridas los términos, e on la 

..3s(Jeranz :;¿ de poder sorpr6rt4 r¿r a alguien que por ignorancia o mal .asesora­

miento no '2 legue la pr¿.scripción, o qU2 por buena fE S2 mU 3stre amn nte a 

v¿rif icar 3i pago , lo cual a su vez nos plantea ¡jl pr8bL:ma de considerar has­

ta dona,,] \jv~ .. :;de S2r :Etice!' .j' equitativa tal actuación si con 3lla s e obli$'a al pa{5o 

sólo a los incautos y a los de óu¿n '2 té, mi ::mtr2s que los listos o los bi .im aS3-

sorados :- sc:;¿parian Si2mpr<3, habida cu ¿;nta que nJ S 2 tr.2ta de litigio Jntre 

(JarticularJs sino qu¿ ¿sti involucrado .,;'l ::..istado, cuyo fin princiPal ·;:s la r8t'1-

lización de lo s más altos valores . 

-'~ sto s pro bLmas de ética y ·¿quidad no 8 9 plantearián as hab.::r­

s .:; ¿mpL::uJ,:'l .zl término Pi caducidad IY, (Jorqu .J hubi er::z quedado claro q íL; la n:; ­

gligsncia de la Dir:;cción Gen2r al al d9jar transcurrir los términos sin 6j¿rci­

t::w su der ."xho , L cerr-:ú),7., todo camino en r3Zación a todo contribu:y3nt,2 colo­

cado <é:n i~ual posición. 

Sobr e la f:r :¿;scripción de las multas d3 otra naturalez~:, que im­

pon'2 la l .9:~) , no cabe duda qU8 siflue las r.2ftlas del derecho común, :;;a que la 

************~******** 
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Tasado el impuesto a una persona determinada, puede ocurrir que 

ésta lo estime justo o injusto; y en es te s egundo caso , surge la interrogante de 

si es procedente do tar la de un mecanismo que la preserve de la injusticia. -

La interrogante surge a raíz de que más de alguno pudiera creer 

que el acto de im perio que el Estado realiza a través de la Dirección General de 

Contribuciones Directas al tasar el im pues to, no es suceptible de ser enmendado, 

posición que no está más a tono con las corrientes modernas recogidas por la ma 

yona de Constituciones, según las cuales el Estado debe someterse también a 

ser juzgado. 

A sí nuestra Constitución estatuye en el A rt. 163 el derecho de los 

habitantes de la República a ser protegidos en la conservación y defensa de su -

propiedad, por lo que a la obligación que pueda imponernos el Estado de pagar un 

impuesto, nos corresponde el derecho correlativo de exigir que ese im puesto sea 

equitativo y tasado en su verdadera dimensión. 

Por estas razones, en nuestro derecho positivo encontramos una 

serie de normas cuyo fin úUima es proteger al contribuyente contra el error o el 

abuso del Estado, y que constituyen los 'Y9cursos de que se puede valer peTa dis­

cutirle la legalidad de sus decisiones en es ta materia. 

Nuestra legislación no tiene elaborado un concepto de ?f recurso ", 

pero en el sentido gramatical el Diccionario de la Real A cademia nos dice que es 

Ir la acción que concede la ley al interesado en un juicio o en otro procedimiento 

para reclamar contra las resoluciones, ora ante la autoridad que las dictó, ora 

ante alguna otra 11, concepto que estimo completo si se considera que en términos 

análogos aunque más precisos, ha sido el elaborado por quienes en el medio han 

mostrado especial interés por estudiar nuestro orden procesal , como ser el Dr. 
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René Padilla y Velasco, que en su Tésis 'YA puntes de Derecho Procesal Civil Sal­

vadoreño"-Tomo ll, pago 5, nos dice que recurso es "la facultad que concede la 

ley al interesado en un juicio o en otro procedimiento para reclarnar contra las r~ 

soluciones o falta de resolución, ora ante la autoridad que las dictó, ora ante o­

tra superior, para que las enmiende, amplíe, reforme, revoque o anule. " 

Con base en estos conceptos generales podemos decir que en la Ley 

de Impue sto sobre la Renta, "recurso rf es la facultad que taZ Zey concede al con­

t?l'ibuyente para reclamar de las resoluciones de la Dirección General de Contribu­

ciones Directas, ante la misma Di re cci ÓL'. o ante el Tribunal de A velaciones de los 

impuestos de Renta y Vialidad, a efecto áe que sean reformadas, re ~. '()cadas o anu-

ledas. -

La Ley de Impuesto sobre la Renta, estatuye cuatro clases de recu!. 

1) Recurso de Rectificación; 

2) Recurso de ()ueja; 

3) Recurso de Apelación; y. 

4) Recurso de Hecho. 

De conformidad a los A rts. 69, 70, 71 Y 72 talef: r ecursos se Plan­

tean y se resuelven de la siguiente manera: el de Rectificación, se plantea ante ltl 

Dirección General de Contribuciones Directas o ante la res pectiva Delegación De ­

;'ywtamental y se resuelve por la Dirección General; el de r;;ueja y el de Apelación, 

se plantean ante las mismas dependencias y se resuelven por el Tribunal de A pelf!... 

ciones de los lmpuestos de Renta y Vialidad; y el de Hecho se plantea ante el Tri­

bunal de A pelaciones y se resuelve por el mismo. 

El planteamiento de todo recurso tiene que hacerse por es crito, -
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pues como la ley de la materia nada dice al respecto- si bien en cuanto al recur­

so de queja que contempla el A rt. 70 se deduce claramente por exigir que se pre­

sente original y copia-forzosamente hemos de remitirnos al Código de Procedimie'l!.. 

tos Civiles en donde la regla general es que toda petición se presente por escrito. -

El escrito, además, tiene que ser formulado en papel sellado del 

valor de treinta centavos foja, de conformidad al Art. 39 Bis de la Ley de Papel 

Sellado y Timbres, ya que la ley de la materia no la modifica en es te punto, y de­

berá contener, en términos generales, la designación de la autoridad ante quien 

se interpone el recurso; el nombre y generales de quien lo interpone; el expedien­

te a que se refiere; la resolución o resoluciones de las que se recurre, con espe­

cificación del día y hora en que fueron pronunciadas y, de ser posible, de su con­

tenido; la parte petitoria; lugar y fecha en que se interpone, és ta en le tras de con­

formidad al A rt. 1252 Pr.; y la firma de l reC1.A,rrente o de persona que firme a su 

ruego. 

El recurso puede ser interpuesto por el proPio contribuyente o por 

su apoderado que tenga facultades para procurar, por el representante legal del 

incapaz, por los administradores de la herencia, etc. 

Cabe la observación, según puede verse de los artículos que desa­

rrollan cada recurso, que en esta materia las Delegaciones Departam entales, en 

su caso, sólo desempeñan el papel de meras receptoras de los escritos por los 

q¡,se se interponen los recursos, no teniendo en ningún caso facultad de dictar reso­

lución alguna de trámite ni mucho menos de conocer sobre el punto a debatirse. 

Los términos en los recursos de rectificación, queja y apelación 

tienen de común el de ser ITfatales ", y I/fatalidad, f según el Dr. Padilla y Velasco 

en su obra citada "no quiere decir más que pasado el término la parte ya no puede 
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interponer el recurso ni tiene derecho a intentar el recurso de hecho . ... " Esto 

significa que el contribuyente no tiene derecho a hacer uso del término de la dis­

tanda para interponer estos recursos, contrariamente a lo que ocurre con el re­

curso de hecho para cuya tramitación la Ley de Impuesto sobre la Renta nos remi 

te expresamente al Código de Procedimientos Civiles, que . en el Art . 1028 expr~ 

samente también ,concede el término de Za distancia . 

Las peculiaridades de los recursos las trataré al hacer el estudio 

expecÍfico de cada uno, 

11"11 

Recurso de Rectificación . 

A rt. 69. - Hecha la tasación a que se refieren los artículos 66 y 67, 

se notificará al contribuyente, quien podrá interponer dentro del 

término fatal de quince días, contados desde el día siguiente al de 

la notificación, recurso de rectificación de la tasación notificada, 

ante la Dirección General o ante la respectiva Delegación Departa­

mental, la que, sin trámile alguno, la remitirá inmediatamente a 

dicha Direcci¿'~l. 

Recibida la solicitud, la Dirección General dic tará dentro de terce 

ro día, providencia en la que decidirá sobre la admisión del recu~ 

so y admitido éste suspenderá el cobro del impuesto y pronunciará 

el fallo qúe corresponda . mm 

Es este un recurso pro[Jio de la Ley de lmpuesto sobre la Renta 

que, sin embargo, no nos dice concretamente en qué consiste ni nos delinea el 

procedimiento a que debe ajustarse, pues como puede verse en el artículo trans­

crito, la ley sólo dice que el contribuyente puede interponerlo de la tasación not!:... 
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ficada, que recibida la solicitud la Dirección General resolverá dentro de tercero 

día sobre su admisión y que, admitida , suspenderá el cobro del im puesto y pronu~ 

ciará el fallo que corresponda . -

Consiguientemente, estimo atinado tratar de poner en claro una se­

rie de dudas que surgen a raíz de la naturaleza del recurso y de la tramitación que 

en la práctica se le da • . 

Visto que la ley no nos dice en qué consiste, recurrimos a la acep­

ción gramatical de la palabra "rectificación", que según el Diccionario de la Real 

A cademia significa "acción y efecto de rectificar", y "rectificar?l que viene de las 

voces latinas "rectifi care", de "rectus Pl que significa "recto n y Pljacere" que signi 

fica "hacer" - significa "reducir una cosa a la exactitud que debe tener?l y "procu­

rar uno reducir a la conveniente exactitud y certeza los dichos o hechos que se le 

atribuyen" y lPenm~ndar uno 

cepciones que creo atinentes. 

sus actos o su proceder ll
, para tomar sólo las a-

Resulta entonces que el recurso de rectificación ti ene por objeto 

que se enmiende la tasación del impuesto notificada, cuando se estima injusta, e?! 

mienda que correspondería hacer a quien la verificó, o sea a la Dirección General 

de Contribuciones Directas. -

Procede su interposición tratándose de resoluciones por las que se 

determinan cuotas originales o complementarias de impuestos sob1íe la renta o de 

vialidad Serie ,~ 'I~ de conformidad al A rÍo 69, Y de las que imponen multa mayor 

de cien cOlones,de conformidad al inciso 60. del Art. 105. 

El trámite que se da en la práctica al recurso es el siguiente: pre­

sentado el escrito o solicitud en la Dirección General o Delegación Departamental 

respectiva, pasa a la Secretaría de aquélla, de donde se tras lada a la Sección de 
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Control para los efectos de anotar la interposición del recurso en la tarjeta del 

recurrente y abstenerse de emitir los correspondientes mandamientos de ingreso, 

luego pasa a las Secciones de A rchivo y de Estadística para efectos de control se­

cunda ri o , y por último a la Sección Jurídica para que le dé trámi te . Es te trámite 

consiste en dictar resolución, dentro de tercero día como lo estatuye el inciso 20. , 

admitiendo o declarando inadmisible el recurso. Si se admite, cOl1linúa la absten­

ción en la emisión de los mandamientos dé ingreso y si se deniega, tal abstención 

continúa al menos durante el término en que pueda interponerse el recurso de que­

ja que trata el artículo siguiente. Si por cualquier error se emitieran esos manda­

mientos en contravención a lo dicho, la Dirección General los anula por resolución 

que dicta al no más constatar el error. 

Como la ley no especifica trámites posteriores , al admitirse el re 

curso pueden darse dos situaciones: que en el escrito se concreten las objeciones y 

se acompañen o se propongan las pruebas pertinentes, o que simplemente se diga 

que se interpone el recurso sin concretar objeciones o sin presentar o proponer 

las pruebas cuando fueren necesarias. 

En la prime ra situación puede a su vez ocurrir que las objeciones 

sean de tipo jurídico, contable o de otra índole. Si son de índole jurídica (nulida­

des, prescripción del derecho de tasación, violación de ley, interpretación erró­

nea o aplicación indebida, etc.) y se cuenta con todos los elementos de juicio pa­

ra decidir, se pronuncia resolución sin más trámite, ya sea accediendo en todo 

o parte a la rectificación o deClarándola s in lugar. Si son de índole contable (inco!!:.. 

formidad con el dictamen pericial, no haber tomado en cuenta la contabilidad del 

contribuyente, etc.) por auto se ordena trasladar el expediente a la Sección Peri­

cial a fin de que conteste las objeciones o que verifique las pruebas propuestas, 
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estudio que verificarán los peritos que ya conocieron u otros que se designen, s~ 

gún lo estime conveniente ltt Dirección General. Verificado lo anterior vuelve el 

expediente a la Sección Jurídica que, en primer término, revisará lo actuado a 

fin de determinar si se ha cumPlido con lo ordenado a la Sección Pericial, pues 

puede ocurrir que los peritos no hayan cumPlido con lo ordenado y se tenga un dic 

tamen diminuto o se extralimiten incluyendo en su estudio puntos no discutidos y 

se tenga así un dictamen incongruente . Si Uz Dtrecion General estima comple-

to el estudio pericial, procede a dictar la resolución que corresponda. Si la obje­

ción es de otra índole (error en los datos básicos de la tasación) , al verificarse 

se dicta lo, resolución que sea legal. 

La segunda situación ha dado origen a dos criterios distintos, así: 

por el primero, se admitía el recurso y pidiera o no término el contribuyente pa­

ra presentar su alegato y producir prueba, en la misma resolución se le concedía,. 

un término prudencial para esos efectos, con la prevención consiguiente, llegándC}.. 

se hasta conceder una o más prórrogas; y por el segundo, se es tima que el mismo 

escrito de interposición del recurso debe coniener el alegato y la proposición de 

pruebas que no son factibles de acompañar, pues que siéndolo deben presentarse 

conjuntamente; de no llenarse los requisitos expresados, se admite el recurso al 

ser procedente, pero incontinenti y en la misma resolución se declara sin lugar 

la rectificación. Este criterio se fu:ndmn enta en que la ley no da base a las conce­

siones que en el otro caso se conceden y cuyo efecto es que la tramitación del re­

curso resulte interminable • . 

A más de no seflalar trámite al recurso, silencia la ley la determi 

nación de la prueba admisible y a qUién toca producirla. Nos toca así estudiar c~ 

mo se llena el vacío y para ello recurrimos nuevamente al derecho común. 
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El A rt. 237 Pr~ : ; dice: liLa obligación de producir prueba corres­

ponde al actor: si no probase,. será absuelto el reo; mas si es te opusiere alguna 

excepción, tiene obligación de probarla. 11 A.plicada esta disposición a la legisla­

ción tributaria, resulta que la parte recurrente a quien se le está exigiendo el 

pago del impuesto, al interponer el recurso de rectijicación,está afirmando hechos 

para negarse total o parcialmente, de la obligación de pagarlo, por lo que tiene 

la obligaCión de producir la prueba, o sea que tal obligación recae en él, sin per­

juicio de la facultad de la Dirección General de recavar de oficio las pruebas que 

estime pertinentes-

La prueba admisible seríc, toda la que en general admite nuestro 

ordenamiento jurídico, ya que tratándose de este recurso la ley no excluye ni la 

testimonial,como lo hace expresamente en el A rt. 96 inciso 40 . al sentar reglas . 
para la actuación del Tribunal de Apelaciones. Debe entend(;rse, no obstante, que 

la p'YUE ba ha de ser idónea en relación a los diferentes hechos que pretendan esta­

blecerse, y que, según sea, habrá de darse precedencia a una clase determinada 

de prueba. Valga la aclaración de que en materia de impuestos la prueba se apr~ 

cia en forma más amplia, más elástica, pues el objetivo es obtener una tasación 

equitativa, sin que ello signifique que se permita al contribuyente abusar de la ft¿ 

cilidad que se le concede . 

Recurso de Queja. 

11 Art. 70. - Contra la providencia que deniegue la admisión del recu'!:.. 

so de rectificación, procederá el recurso de queja para ante el Tri 

bunal de Apelaciones. 
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La solicitud del T .ecurso de queja y una coPia de la misma en pa­

pel simple, deberán presentarse dentro del término fatal de diez 

días, contados desde el s iguiente al de la notificación de la provi­

dencia recurrida, en la Dirección General o en la r espectiva Del~ 

gación Departamental, las que, en su caso, sin tramitación alguna , 

remitirán el original al Tribunal de Apelaciones. if},'n la misma for­

ma la Delegación Departamental, en su caso, remitirá la coPia a 

la Dirección General. 

El Tribunal pedirá, dentro de veinticuatro horas , informe con jus­

tificación a la Dirección General, salvo que de la sim ple lectura 

de la solicitud apareciere la ilegalidad de la misma. -

A 1 recibir la Dirección General la coPia de la solicihul sus!Jenderli 

el cobro del impuesto y dentro del tercero día de requerida por el 

Tribunal, enviará el inform e con justificación y las inserciones que 

estimare necesarias. 

Recibido el informe, el 'j('ribunal, dentro de tercero día resolverá 

si la Dirección General debe o no admitir el r ecurso de rectifica­

ción, en tal caso, y en el del inciso tercero, la r esolución que se 
I 

dicte se comunicará a la Dirección General para su cumplimiento" - ' 11 

La resolución de la Dirección General que deniegue la admisión del 

recurso de rectificación da orígen al r ecurso de queja, el que 1íes'V~elve el Tribunal 

de A pelaCiOries. La interposición de este 1íecurso exige como modalidad que la dife­

rencia de los restantes, el que el escri to debe acompañarse de una coPia en papel 

simPle y que el plazo se reduce a diez días .. 

Habiendo expuesto anteriormente las especificaciones que en térmi 
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nos generales deben contener los escritos de interposición de recursos, agrego 

hoy que en cuanto al recurso de queja el escrito debe contener además las razo­

nes específicas por las que se estima qvze la Dirección General no ha resuelto co~ 

forme a derecho, pues de conformidad al inciso 30. la simPle exposición puede 

dar base al Tribunal para resolver, lo que sólo se exPlica mediante la exigencia 

de que se pormenoricen las razones alegadas. 

Ni la ley ni el reglamento fij an términos para la remisión 

del escrito al Tribunal ni para la remisión de las Delegaciones a la Dirección G~ 

neral, pero como la ley dice que esas remisiones se harán "sin tramitación alg'l!:.. 

na", debe entenderse que han de tener lugar a la mayor brevedad, sin dilación al 

guna. 

La interposición del reczwso ante la Dirección General o el recibo 

en ésta de la coPia del escrito produce el efecto de suspender el cobro de l impue~ 

to o multa, que se traduce en abstención de emitir los correspondientes mandamie~ 

tos de ingreso o en anularlos si por error o por la llegada tardía de la coPia ya se 

hubieren emitido. 

Si el Tribunal requiere de la Dirección General el informe con las 

justificaciones e inserciones necesarias para resolver el recurso , la Dirección 

General, dentro de tercero día, se los enviará con el buen cuidado de que las in­

serciones sean las pertinentes. Por ejem.Plo: si el recurso no se admitió por in­

terponerse juera del término, insertará el acta de notificación de la r esolución 

de que se interpuso el recurso de rectificación y el escrito por el o/J,e se interpu ­

SO, ya que en la razón de presentación consta la fecha de ésta. Si la admisión del 

recurso se deniega por tratarse de r esolución que no lo admite , se insertará la 

resolución recurrida y el escrito de interposición del recurso . 
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Con vista de las razones alegadas y de los atestados recibidos de 

la Dirección General, el Tribunal resuelve el recurso de queja, ya sea ordenan­

do a la Dirección General que admita el r ecurso de rectificación y le dé el trámi 

te legal, ya declarando que no ha lugar a la admisión del recurso de rectificación. 

De la resolución del Tribunal no hay reCWfSO, por lo que en el segundo caso prod"!:. 

ce el efecto de proceder al cobro del impuesto o multa, según sea . . 

Recurso de Apelación. 

PI ARTICULO 71. - Si el contribuyente no estuviere de acuerdo con 

el fallo que se dicte en el recurso de rectificaó,ón, podrá interpo­

ner, dentro del término fatal de quince días, contados desde el día 

siguiente al de la notificación, recurso de apelación para ante el 

Tribunal de Apelaciones. La solicitud del recurso de apelación de­

berá presentarse en la Dirección General o en la 1/'esped iva Delegf!:.. 

ción Departamental, la que inmediatamente y sin trámite alguno, la 

remitirá a dicha Dirección. 

La Dirección General admitirá el recurso de apelación en ambos 

efectos; emplazará al1/'ecurrente y al Fiscal General de Hacienda 

para que en el término de tres días, más el de la dis tancia, comp~ 

rezcan ante el Tribunal correspondiente a hace1/' uso de sus dere-­

chos; y remitirá los autos originales al mencionado Tribunal, pu-­

diendo sin embargo, ante s de remitirlos, certificar los pasajes 

que estime convenientes para facilitar el desempeño de sus funcio-

If Pf " nes. -

fY¡1RTICULO 95. - El incidente de apelación se sujetará a los trámi 
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tes siguientes!' 

Recibidos los autos. si el apelante dejare transcurrir el termino 

del em plazamiento sin comparecer, el Tribunal, previo informe 

del Secretario, de no haber estado el apelante en tiempo, declara­

rá de oficio desierto el recurso. 

Si el apelante hubiere comparecido en tiempo, se le correrá tras­

lado por seis días para que exprese agravios, con la prevención 

de que s i así no lo hiciere se declarará desier to el recurso, de ­

claración que deberá hacerse de oficio por el Tribunal , quien dic­

tará las medidas necesarias para recoger los autos en caso se hu­

bieren sacado, sin perjuicio de las responsabilidades legales en 

que el ape lante hubiere incurrido. 

Expresados los agravios, se trasladarán los autos a la Dirección 

General de Contribuciones Directas para que haga las justificacio­

nes correspondientes dentro de seis días, y recibid.as éstas se co­

rrerá traslado por seis días al Fiscal General de Hacienda para 

que conteste agravios. 

Con vista de lo alegado en el incidente, se abrirá a prueba, a peti 

ción de parte, que deberá ser hecha por quien corresf)onda al ex­

presar o contestar agravios. por el término de ocho días , si la -

recepción a prueba fuere ,procedente., Concluido dicho término, si 

hubiere sido concedido, o evacuado el último trar;lado, si no hubi~ 

re pendientes diligencias ordenadas por el Tri bur'.al, o una vez -­

practicadas éstas. dicho Tribunal pronunciará su fa llo dentro del 

término de seis días. 
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Para las actuaciones o re Doluciones del Tribuno,l podrá emplearse 

papel común, y los pedi1n3'lttos deberán hacerse en papel de treinta 

centavos foja. /j-

'~rt. 96. - El Tribunal de Apelaciones se sujetará, en cuanto fue­

re aplicable, a las reglas que fijan los Códigos Civiles y de Proc~ 

dimientos Civiles, para pruebas y plazos en lo que no estuviere m9.. 

dificado por la presente ley . 

"Sin embargo, ante el Tribunal de A pelaciones no será necesario 

acusar rebeldías una vez ~'ranscurridos los plazos,. y las citaciones 

y notificaciones del refe r ido Tribunal se harán en la capital, por 

medio de la Secretaría correspondiente, y en los demás lugares de 

la República, por las A Zcaldías Munic iPales respectivas . En los c~ 

sos de citación y notificación por edictos, el plazo que para su fij~ 

ción señala el Art. 220 Pr., será de cuarenta y ocho horas.­

"Para la sustanciación de los expedientes no será necesario el pe­

dimento de las partes, y el Tribunal dictará de oficio todas las pr9.. 

videncias encaminadas a 2:Jitar su retardo. 

'Y]3n caso de apelación, e: cont'riauyente sólo podrá obtener el des­

cargo o la reducción de las cuotas asignadas, compr obando de un 

modo evidente por cualq,úera de los medios legales, con excepción 

de la prueba testimonial , el monto exacto de su r '3nta. Cuando la 

tasación apelada tenga por base un dictamen pericial sólo podrá 

desvirtuarse con prueba instrumental fehacien te , que no deje lugar 

a duda de la verdadera renta del contribuyente . No podrán hacerse 

otras deducciones que las que el contribuyente hizo valer ante la 
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Dirección General. La sentencia no podrá exteiulerse a otros pun­

tos distintos de los alegados al comparecer ante el Tribunal. 

liTadas las autoridades aébninistrativas de la República están obli­

gadas a tramitar y despachar los exhortos, provisiones , comisio­

nes y órdenes que reciban de l Tribunal de Apelaciones. 

?fEl Tribunal de A pelacio~2es , para mejor resolver, fYúede ordenar 

inspecciones, exhibición dz documentos o contabilidades yamplia­

ción de dictámenes, valuos que no hayan sido practicados y demás 

diligencias que conforme a su criterio contribuyan a esclarecer los 

puntos controvertidos; tr2ro es el recurrente el obligado a presen­

tar las pruebas necesarias para establecer sus afirmaciones. -"" 

" ARTICULO 97. - En todo lo que fuere aPlicable y no contraríe la 

presente ley, se observarán , en el incidente de apelación, las dis 

posiciones del Código de Procedimientos Civiles. _film 

La resolución de la Dirección General que resuelve la rectificación 

pedida por el contribuyente , declarándola sin lugar en todo o parte , admite el re­

curso de apelación. -. T ómese nota que n o se trata de la resolución 

que deniega la a dmisi ón del recurs o de rectificación, que co­

mo ya vimos admite el recur so de queja, sin o de la que re­

suelve la rectificación mis ma , situación que much os contri 

buyentes confunden para perj ~ ic io d e sus intereses . 

El Art. 71 norma lo relativo a la interposición del recurso, su 

admisión, emplazamiento de partes y remisión de autos al Tribunal de A pelacio­

nes; y los Arts. 9 6 y 97 norman todo lo relativo al desarrollo del incidente en s~ 

gunda instancia. El inciso 20. del A rt. 71 da intervención forzosa al Fis cal Gen~ 
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ral de Hacienddren razón de que, siendo el representante del Fisco, tócale ac -­

tuar como contra ... parte del recunente. 

Los lineamientos que S0,~<..:l el A rt. 71 al recurso de apelación 

permiten que se perfile como un verdadero recurso, mediante el cual se llega a 

una real discusión del derecho controver tido por lo que podemos afirmar que cier , -

tamente cubre en materia tributaria las razones que se le señalan en el derecho 

común y que a decir del Dr. René Padilla y Velasco en su Tésis citada, son tres: 

l/primera, para enmendar el daño causado a los injuntamente oprimidos; segunda, 

para corregir la ignorancia o la malicia de los jueces inferiores; y tercera, para 

que los litigantes que hubiesen recibido agravio por su ignorancia, negligencia o 

impericia, traten de reparar ese defecto , obteniendo justicia en segunda instan-

cia. _ff 

Sin embargo de los lineamientos que señala el A rt. :11 , precisamos 

recurrir al derecho común, con base en tos Art$. 116 y 97 de la Ley de Impuesto 

sobre la Renta, para complementar la Í1l'amitación del recurso, {YIAes el A rt. 71 

deja vacíos que es necesario explicar. En efecto: 

a) no dice la ley qué efectos produce la sola interposición del re­

curso, pero de conformidad a los A rts. 990 Y 991 Pr. tenemos que esos efectos 

son los de inhibir a la Dirección General de ejecutar la sentencia dictada así co­

mo de practicar diligencias que puedan alterar el contenido de la misma, queda!!:.. 

do circunscrita su jurisdicción a sólo declarar si es o no admisible el recurso, y 

cometería atentado si no observare tal1r egla; 

b) el tenor literal del inciso 20. permitiría inter-pretarlo en el 

sentido de que la Dirección General es taría obligada a admitir el recurso de ape­

lación siempre que se interponga del fallo que resuelva sobre rectificación pedi­

da, lo cual no es exacto, pues la Dirección General puede ta11llbién y debe decla-
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rar inadmisible el recurso cuando se interponga fuera de término. !Debe declara'!.. 

lo inadmisible cuando la resolución recurrida no sea de las que resuelvan en de­

finitiva solicitud de rectificación. - Lo dicho es en virtud del A r t . 991 Pr., que 

impone la obligación de conceder o denegar el recurso, antes de toda otra cosa. 

Si se admite la apelación, será siempre en ambos efectos y se continuaría con 

las situaciones que se señalan en la letra a); pero si no se admite , queda expedi­

ta la jurisdicción de la Dirección General aun cuando su providencia no sea arr~ 

glada a derecho, como lo prescribe el A rt. 992 Pro Tal denegatoria puede gene ­

rar el recurso de hecho de que trata el artículo siguiente; 

c) según también el inciso 20., antes de remitir los au~os pero ya 

emplazadas las partes, la Dirección General puede certificar de terminados pasa­

jes para facilitar el desempeño de sus funciones. Esta certificación tiene distinto 

objeto que la que en el caso de apelación en ambos efectos autoriza el A r t. 999 Pr. , 

pues si en este caso la razón es la de precaver un posible extravío, en aquél se 

explica porque el expediente a remitirse contiene toda la actuación de la Direc­

ción General en relación a un contribuyente dado, pudiendo abarcar así uno o más 

ejercicios o períodos de imposición de impuestos sobre la renta y de vialidad Se­

rie '~" indistintamente, y como toda resolución se refiere a un ejercicio o perí<l,. 

do determinado, puede ocurrir y ocu'ZI're con frecuencia que mientras una resolu­

ción sea apelada, otros ejerciCiOS o períodos se estén investigando y otros se es­

tén discutiendo en rectificación, de donde surge la necesidad de que la Dirección 

General se quede con certificación de lo necesario para continuar actuando. 

Lo que no parece acertado de este inciso es el hecho de autorizar 

el acto material de certificar los pasajes necesario cuando ya está corriendo el 

término del emplazamiento, pues estimo que es más congruente y nada costaba 
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adopt~,la forma que señala el A rt. 999 _Pr. 1 o sea que hasta que se tenga la ce!. 

tificación, s~ tyroceda al emplazamiento • .. 

Recibidos los autos en el Tribunal de A pela.ciones, se inicia la 

tramitación del incidente de apelación, de acuerdo a los A rts. 95, 96 Y 97. - Ob­

servemos, sin embargo, que los Arts. 95 y 96 que contiEnen las reglas expresa­

das para la tramitación del incidente, nada nos dicen sobre la forma en que el Tri 

bunal de Apelaciones debe inicia? tal tramitación, por lo que tenemos que recurrir 

al Código de Procedimientos Civiles para determinar tal forma, a lo que nos aut9.,. 

riza el A rt. 97. En consecuencia, la forma es la que señala el Capítulo fll que 

trata del "Modo de Proceder en Segunda Instancia en Causas Civiles fY, del Título 

l del Libro Tercero del citado Código, Capítulo que aPlicado al incidente de apelf!.. 

ción que nos ocupa, nos indica por el A r t . 1002 que recibidos los autos en el Tri 

bunal de Apelaciones, debe comenzar és te por determinar si es procedente el r~ 

curso, y de serlo, debe dictar resolución ordenando que pase a la oficina, que 

sería la de la Secretaría, para que las partes usen de su derecho, consistente en 

mostrarse parte en el incidente y pedir se les entreguen los autos por el término 

de seis días que fija el inciso 30. del A rt. 95 de la Ley de Impuestos sobre la -

Renta para expre sar agravios. -

Estando ya los autos en la oficina, cobra aplicación elArt. 95 de 

la ley, pudiendo ocurrir que el apelante no comparezca a mostrarse parte en el 

término de emplazamiento-que es de tres días má~ el de la distancia, de acuerdo 

al Art. 71 - en cuyo caso el Tribunal declara desierto el recurso, previo el in­

forme que indica el inciso 20. 

Concurriendo en tiempo el apelante y corrido que le sea el trasla­

do respectivo, pueden ocurrir los dos casos que señtzla el inciso 30.; a) que no 
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saque los autos ni conteste el traslado en el término,' y b) que habiendo sacado 

los autos, no los devuelva con la expresión de agravios en el término legal. -

En ambos casos el Tribunal declara de oficio la deserción y en el 

segundo además~ toma medidas para recoger los autos, medidas que consisten 

en mandarlos a sacar del poder del.. apelante bajo pena de apremio corporal de 

conformidad al Art. 1282 Pr., pena que consiste en detener a la persona en la 

cárcel mientras no se devuelven los autos, de conformidad al Art. 1265 Pr., y 

pasados seis días del apremio sin que se devuelvan los /lutos se mandará de ofi­

cio proceder criminalmente contra el apelante, considerándose el caso como su~ 

tracción u ocultación de documentos y comprendido en el A rt. 294 del Código Pe­

nal. 

El caso en que a pesar de todas las medidas que se tomen no se lo 

gren recuperar los autos, no lo contempla el A rt. 95, pero lo lógico y necesario 

es que se proceda a' reponerlos, debiendo actuarse como lo ordeno, el Arto. 108 de 

la ley para otros casos. 

La prevención que ordena el inciso 30. debe verse como favorable 

para el apelante, quien conociéndola por la ley y porque va contenida en el tras­

lado que se le corre, sólo podrá incurrir en los efectos de la deserción por mar­

cada negligencia o por mala fé. 

En el caso normal de que el recurrente exprese agravios, que tra­

ta el inciso 40., lo hará exponiendo en el escrito las razones de su inconformidad 

con la o las resoluciones de la Dirección General, puntualizando las pruebas que 

impugne, acompañando las que sean suceptibles de ello y proponiendo las más que 

crea pertinentes, y Pidiendo la apertura a pruebas del incidente si lo estima nece­

sario. A continuación la ley nos señala un trámite muy singular, como es el consis 
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tente. en trasladar los autos a la Dirección General para que, vista la expresión 

de agravios, haga las justificaciones que correspondan, lo que en la práctica 

cumple. la Dirección General formula:~dG una verdadera contestación de agra ... 

vios, no obstante que sólo se le Pide decir el por qué o sea el jundcúnento 

de 8#- resolución~ 

Luego de recibidas las jus tificaciones - sigue diciendo el inciso 

40. se correrá traslado al Fiscal General de Hacienda para que con teste cgra 

vios, lo que hace en la práctica es ac1herise . a lo expresado por la Dirección 

General en su pliego de justificaciones, que ya calificamos de verdadero ale­

gato, con lo que la actuación de tal func ionario hasta aquí en nada influye en 

la resolución del recurso. 

En cuanto a este inciso hacemos notar, además, que no obstan­

te darse seis días de plazo a la Dirección General para formular sus justifi­

caciones, nada estatuye para el caso en que tal Dirección se exceda de ese 

lapso o no cumpla, lo que constituye un vacío que de~ ser superado, ya que 

puede originar perjuicio tanto al contribuyente como al Fisco. 

El inciso 50. plantea varios problemas, a saber: 

a) ¿ Cuánio es procedente la recepción a pruebas del incisidente 

y quién determina tal procedencia? Es obvio que toca al Tribunal de Apela­

ciones decidir la procedencia como órgano jurisdiccional que es, y será pro­

cedente en términos generales cuando las pruebas que se propongan, siendo 

pertinente al punto debatido, no puedan acompañarse al alegato , y en el enten­

dido que la parte interesada debe pedir la apertura a pruebas tal como lo or­

dena la ley y puntualizar las que proponga, como lo dijimos al comentar el 

inciso 40. a fin de que el Tribunal pueda apreciar la utilidad de recavarfas. 
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b) Deben las pruebas - fuera de las excepciones que contempla 

el derecho común- recibirse necesariamente dentro del término probatorio? 

La contestación es afirmativa tratándose de las propuestas por las partes, 

pero aquí no hemos de referirnos a ésas sino a las que ordene de oficio el 

Tribunal de Apelaciones. La pregunta surge a raíz de la redacción de la se­

gunda parte del inciso 40. del A rt. 95 y del contenido del inciso 70 . del A rt. 

96, los cuales pueden interpretarse y en la práctica así se aplican, en el 

sentido de que el Tribunal puede ordenar la recepc ión de f)ruebas sin haber 

apertura a pruebas y aun fuera del téymino legal cuando luz tenido lugar la 

apertura. Si bien considero que esa facultad del Tribu'nal es beneficiosa a la 

administración de justicia por cuanto ha de presumirse que el ánimo se . enca­

minará siempre a obtener elementos dz juicio para mejíJr resolver, estimo 

que desde el punto de vista técnico se'i'ía más convenieílte que la ley hubiera 

reglamentado el punto en el sentido de que la prueba f\tera de las excepciones 

dichas- se recogiera dentro del término probatorio, y que se hubiera dado 

facultad al Tribunal para ab'fi'r a pn.~'?bas de oficio el incidente cuando creye­

ra necesaria la recepción de pruebas y las partes no lo hubieran pedido. 

Sobre el fallo del Tribw'¡fl,l de A pelaciolles cabe decir que no 

expresando particularidad alguna la ley ¡ se ha de pronunciar con observan­

cia de las normas del derecho común, o sea de acuerdo con los A rts . 427, 

428, 429 Pro y demás pe'J"'tinentes . 

Los incisos 20. y 30. de este A rt. 95 muestran la particulari­

dad de sólo prever medidas contra posibles dilaciones del contri buyente, co­

mo dando por sentado que no ocurrirán de parte del Fi scal General de Ha ­

cienda, que es la contra-parte según el inciso 20. del Art . 71 . Lo anterior 
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pareciera no tener trascendencia dada Za poca o nula relevancia de la partici­

pación que en la práctica asume e ,~ jF\ :;cal , como ya vimos .. pero la realidad 

puediera llegar a ser distinta si, por ejemplo, e~ Fiscal no comparece en el 

término de l emplazam iento ante el ']' ;é ~ wwZ de A p.9laciones, caso en que con 

base en el inciso 20.. del A 1I't. 96 ,?i Tribuna!'. de oficio , debería declarar­

lo rebelde , no obs tante que cuando s..; d¿ ce que 710 es necesario acusar rebel­

días se ha eniendido que iYanscurN~::-'. ,~,~ ~'j''1 ,l''': ';~c ~nd¿caúo para una diligencia , 

ésta precbye ,Y se pasa a L1 subsig~'; , c;nteo La de clarcdoria de rebeldía de 

ofi cio dejará en claro que al Fiscal " ) ha eJe CO'i' : ~érsele traslado para con­

testar agravios ni hac2rsele not-fjicac iones; desde l?((! (Jo que aE no presentar­

se en tiempo 1ZO es ni siquiera pa'i'"te en el incidente; y no pudiendo contes­

tar agravios tampoco podría pedir Í/..:,; '1, per turo. a prueba:, cuando fuere pro­

cedente, de confoYT/i'idad , aZ inciso c',' .- de l A rl . 95. 

Ocurre en la práctica .. s in emba'rgo, que lo normal es que el 

Fiscal General de Hacienda no comt .rezco {l hace?' uno de su derecho ante el 

Tribunal de A peZccioo~,?s com0 ,~ e lC'.wdent!, el inciso 20 . del A r t . 71 y sin 

embargo el Tribunal no L~ ::_' la decU1/at01' ia de rebddía ni lo considera re­

belde de hecho , desde luego \; i ~_:> Z:' ~. ;gzie haciendo noli fi raciones y hasta le 

remite los autos en el momeuto oP,": 'iuno ;,v:",:,_' .'71,.:5 conteste agravios. Todo , 

pues, sin ser parte siqui<Jra .sR 01 ,:!,'C'idente . 

SeFíalaruus es tos 1)(!,-: ~~~ ' y la pr~, l ica contraria a la ley que pa­

r ece ser su r:onse..:uencia, por es :i-;. ,: rz1/' que :~, óe17 ller.arse unos y corregir­

se la otrc: , pues (:s de equidad que :a ley iL 3fente normas que se traduz­

can en un tra trniento desigual pa ,,/(2 tcs ,úYi:es. 

P or ot1l'0 lr::dn, el A 'rí , o' '7:-- :r;. le') ::'Jmentada nos lleva a 
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la conclusión más precisa de que lo que mmos llamado vacíos y prácticas ile-· 

gales , no son más que violaciones a los preceptos legales, pues el Código de 

Procedimientos Civiles r egula con precisión los puntos en entredicho , 

Sobre el A rt. 96 creemos conveniente hacer resaltar las siguien­

t e consideraciones: 

a) El inciso la. podría suprimirse sin afectar la apUcación de 

la ley, pues conside'vo q¿~e cnálogas ncw:nas contienen los Arts . 97 ji 116; 

b) ;'S;l inciso 20. modific:7: las reglas gamra!es especialm,c1':le 

en cuanto al acuse de rebeldía y al plazo de fijación de edictos , c;,l estifxdC!Y 

que no es necesario el acuse para continuar la tramitación , y c.:mpliar el t'Za ­

zo de doce a cuarenta y ocho horas p(/'i/'a que la citación o notificac~ón por 

edicto se tenga por realizada; 

c) El 'inciso 30 . estatuye el impulso procesal de oficie .. modifi ­

cando la regla gerveral de l derecho común; 

el) E'i incis'J 40 0 nos pa'!!'ece redundante en su primera pArte, 

cuando habla de que la comtJ1l'obacián d::;be ser de modo evidente, pO'rque e3tQ 

significa que el descargo o ,7r; reducci{n deben estar plenamente probcdos , lo 

que no había necesidad de deci r por ser esas las reglas generales de nuestra 

legislación a tenor de los Arts . 236 y 422 Pro Por lo que respec ta a la !'/(w ­

te que establece que en el recurso de apelación no es admisible la prueba 

testimonial, estimo que ésta excepción perjudica a los cOr'-tribuyentes ya q:te 

en esta forma les está vedado el derecho de probar aquellos hechos :¡ue sola­

mente por es te medio pueden ser corn/wobados; conveniente sería que el le­

gislador conside'Yando esta situación regulara la admisión de esta clase de 

prueba en aquellos casos en los cuales sólo por medio de ella t'vodemo,s lle ­

gar al conocimiento de Za verdad. 
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La segunda parte de l inciso planteraría la cuestión de determi­

nar cuál es "la prueba instrumental fehaciente", pronunciándonos porque lo 

sería el instrumento público y el autén~ico - que hace Plena prueba de confor­

midad a los Arts. 258 y 260 Pro siempre que con su contenido el interesado 

pueda probar la objeción que formula. Por ejemPlo: si a un contribuyente se 

le ha tasado X venta s in estimar deducibles los intereses pagados dentro del 

respectivo ejercicio por decirse en el dictamen pericial no haberse comproba­

do que el crédito que lo generó fue invertido en fuente Pyoductora de ingresos 

compute "f;les, sería prueba fehacien ie de descargo la esc"vi tura pública con que 

compruebe la obtención del crédito t)cra invertirlo en esa fuente o o tro: si a 

un contribuyente se le ha determinado X activo con base en un dictamen peri­

cial, sería prueba fehaciente de que su activo es menor si comprueba por es­

critura pública que el valor que en tal die/amen se da a determinados mue­

bles es mayor que el que realmente pegó. 

La restricción que a continuación impone es te inciso sobre que 

no se pueden hace1l' otras deducciones a:ue las que se hicieron vale1l' ante la 

Dirección General, nos parece acertadc; porque, desde el punto de vista lega­

lista, el cont1l'ibuyente sólo pretende hacer valer mediante el recurso de ape­

lación las objeciones planteadas en el recurso de rectificación; y si se admi­

tiera la discusión de nuevas deducciones , no se estaría apreciando el fallo die ­

tado en rectificación sino conociendo de nUe!)()S hechos, 

La última parte de este inciso reafirma los p1l'incipios genera­

les de nuestra legislación procesal, según los cuales la competencia del tri­

bunal que conoce en g1l'ado la fija el 1I'2CUrrente mediante su alegato de expre­

sión de agravios. 
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El último inciso de este artículo debe inlerpretarse en el sentí­

do de que toda las pruebas ordenadas ~?or el Tribunal tienen que ser atinentes 

a los puntos alegados por el contribuyente , en razón de lo expresado en el 

párrafo anterior. La última parte del inciso sigue la regla general de que la 

carga de la prueba recae en quien se ¿xcepciona y que establece el A rt. 237 

Pro 

Recurso de Hecho. 

"",~ rti 72. Contra la p?"ovidencia que deniegu,e la admisión del 

recurso de apelación, p,:.~ocederá el recurso de hecho para ante 

el Tribunal de Apelaciones , el cual será tramitado conforme 

a las reglas del derecho común en lo que nocont1;,a1lÍen las dis­

posiciones de esta ley. mm 

El recurso de hecho deo:: tram itars e , pues , de conformidad a 

las reglas de derecho común que son las contenidas en los A rts. de l 1028 

al 1032 del Código de Procedimientos Civiles, las que, podemos adelantar, 

no contienen preceptos que {J'I,A,edan contrariar las disposiciones de esta Ley 

de Impuesto sobre la Renta. 

Resulta así que, acoplando las reglas citadas a la materia que 

tratámos, el procedimiento a seguir es el siguiente: negada la admisión del 

recurso de apelación por la Dirección General de Contribuciones Directas, 

puede el contribuyente presentarse al Tribunal de A pelacioncs dentro de los 

tres días siguientes al en que se le notificó la negativa , más el término 

de la distancia, Pidiendo se le admita el recurso; y el Tribunal mandará ti 

bra dentro de tercero día provisión a la Dirección General para que remi­

ta los autos, salvo que de la simPle lectura del escrito en que se interpone 
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el recurso apareciere la ilegalidad del recurso, Art. 1028 Pro ,. si ciertamen­

te se hubiere negado la admisión de la apelación, la Dirección General remi­

tirálos autos ,a más tardar dentro de ,:ercero día de recibida la provisión, 

pero si fuere falso bastará que lo info17ne así, A rt. 1029 Pr. ; la Dirección 

General hará la remisión de los auios, en su caso, el mismo día, ya que el 

Tribunal de A pelaciones r es ide no sólo en el mismo lugar sino en el mism o 

edificio, remisión que debe hacer en la forma que señala el Art. 1 . 000 Pr., 

si así se exige pero que en la práctica se hace siempre por nrzedio de un em ­

pleado de la oficina con cargo de .ordenanza, A rt. 1030 Pr... llegados losau-

tos, el Tribunal resolverá el recurso áentro de los seis días siguientes decla ­

rando la ~egalidad o la ilegalidad dd ';~~:ismo; en el primer caso ordenará al 

proPio tiempo la devolución de los G?;ÚOS a la Dirección General para que ej e -

cute sus providencias, se entienda qtW acompañándolos de certificaciones de 

resolución, y en el segundo, ordenará en la misma resolución también que los 

autos pasen a la oficina, que el ape lante exprese agravios y que se emplace 

al Fiscal General de Hacienda para que ocurra en el término de .ley a usar 

de su derecho. 

Diferencia en la tramitación del recurso sería la de que el recu-

rrente debe interponerlo en papel s2Uo(10 de treinta centavos foja y no de cua-

renta como en el procedimiento gene1/°r[Jt , pero esta diferencia nace de la aPli­

cación de la Ley de Papel Sellado y Timbres. 

Sin embargo de que no ofrece problemas el ac oplamiento de las 

normas generales al procedimiento administrativo- tal como queda demostra­

do antes - pienso qU2 '11.0 está demás 1t'ccordar algunas observaciones a tales 

normas desde luego que también son valederas en la aplicación de la ley que 
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nos ocupa, observaciones que resuminos así: 

a) Del contexto del A r t . 1029 Pr~, se infiere que el escrito de 

interposición de l recurso no necesariamente ha de ser todo lo explicativo co­

mo para que siempre su simPle lectura instruya lo suficiente al Tribunal pare:; 

resolver con base en él la admisibilidad del recurso. Además, la expresión 

IIdebiendo haber e oncedido rl que trae et ar tículo, es de relativo valor y exprc; -

sa más bien una obligación de carácie1'" ético para el contribuyente en el sen ­

tido de que sólo debe interponer el recurso cuando honradamente considere 

que la denegatoria es ilegal . 

Por otra parte, el artíc :Ao no dice expresamente en que térmi ­

no debe resolver el Tribunal, pero se deduce que cuando de la simple lec tu­

ra de la solicitud no resulta la ilegalidad del recurso, debe dictarse resolu­

ción admitiendo el recurso de hecho y ordenando como consencuencia librar 

la provisión para la r emisión de los (J"d os, rec ibidos y es tudiados los cuales 

habrá que pronunciarse sobre su procedencia o improcedencia . Si la ilegali­

dad resulta de la simple lectura, la resolución se dictará declarando de bue -

nas aí primeras la improcedencia del 1íecurso. 

c) El A rt. 1031 Pro se refiere al caso en que se admitió el 

recurso de hecho y se Pidieron y recibieron los autos, por lo que luego de 

su estudio el Tribunal de be declarar si el recurso de apelación es proceder> 

te o no. En el primer caso debe didar r esolución admitiendo la apelación .:v 

dándole el trámite que señala el inciso 20. y en el segundo caso , la resolu ­

ción ha de dic tarla declarando la im f)1íocedencia del recurso de apelación y 

ordenando lo demás previsto en el in-ci so 10. 

LOS EFECTOS DEL RECURSO DE HECHO en el campo que rr 
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diamos, y que en el derecho común seF~-:;,la el Art. 1032 Pr. son: la emisión 

de los mandamientos de ingreso se sus ,;>ende cuando se recibe la orden de re­

misión de los autos, y si ya se le hubieren emitido, se anulan y se retiran 

del cobro. 

******************************** 
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CONCLUSlONE S 

Con base en el análisis que de los pasajes p'ZI'incipales de la 

Ley de Impuesto Sobre la Renta en s'Uz aspecto procesal he hecho en ésta 

Tés i s, y con el propósito de aportar algunas ideas que redunden en _ su 

mejor operancia, me permito concretar las sig~ientes conclusicones: 

la .) Debe estaruiyse eXi)resamente la obligación de declarm-­

para quienes en el país ejercen profe[; iones liberales, Ji por el sólo hecho 

de ejercerlas. Obedece esta sugerencia a que numerosos profesio1112les no 

presentan declaración no obstante obtener rentas brutas superiores a los cin·-

ca mil colones. 

.-asz: 

Tal obligación se consi¡;.wría en numeral a agregar al Art. 50 

a) Todo el .:".'] perciba ingresa:; por el ejercicio de profesio­

nes liberales . 

Para facilitar el pago d~l impuesto y la labor de la oficina 

b,sadora, el profesional podría dedan¡r sus ingresos y enterar el impuesto 

correspcndiente por trimestres, y al 'fendir su declaración a la expiración 

de l período se aplicar{án las cantidad:::s enteradas al impuesto que le tocaría 

pogar, al igual que se hace en los C.a30S en que existe retención por impues -

to. Esta forma de enterar parcialmente el posible monto del imf7uesto , bene ­

ficiaría al contribuyente al hacerle rIlr3nos sensible el pago y permitiría una má~ 

ripida atención de parte de la oficina. 
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2a.) El plazo de tres Yn.Jse s qtte para decla?r.Q,r seií'iaia el A 1/'t. 

51 me p~7rece excesivo , especialrnert , ~ s i se toma en cuenta que el pago dei 

impuesto tiene que ser necesariamen t0 pos terior, lo que viAede redundar en 

un 1'Jwmento dado en perjuicio de las :-::::tividades estatales. 

En la práctica se cons tcI1ra , además, que a mayor plczo se da 

mayor negligencia en declarar y que {, w lo tanto no se'vá con plazos la'rgos 

.~. . . . , . , .~ un plazo de cuarenta y cinco clú.,§ 

y más conveniente para el Fisco. 

3a .) El juramento que ¡, . ~ ; ley exige en el Art. 49 no de biera s :)~,' 

universal , es decir estatuilrilo como fór'11Ula para todos los cO"tr'ltribuyentes en e: 
·~cto de la dec laración , ya que en tal fo rma carece de eficacia; c,~ contrCi1"io .. 

debe ser exigido de un modo singular, es decir , en forma o'yczl y peysontd, 

{Jo'Vque de esta manera el c ontribuyevz:e , sintie ndo su impacte ., sería inducido 

e declarar con 1nayor responsabiliclJ2d; hasta el punto de canside1í ar oportuno 

1JoZ'Uer sobre su declaraci011[ -h.rr"-'~ confc.rmarla a la verdad, Caso que el contri-

iuyente desee modificar la declaracióf ~, debe dársele otJortv¡;:"zidad i7/restrictG 

sin imponerle sanción alguna e impon{ 'I"se las más severas en caso de falsedacL 

4a .) Al contribuyente ¿..3Derá imponérsele Ea obligación de de .. 

::¿arar los it':gresos que según el A '/I'L 21 de la ley está:?' eX>lnto& del {yago 

':~e impuesto , pues tal medida facilitcn~ia la de terminación de si el incyemento 

de ca¡'Jital se debe a ingresos gravables o exentos y, como consecuencia, se 

;;;.-;rantizaría m ejor el interés del Fisco al par que se evitarían molest(as inne -

cesarias al mntribuyente . 

5a .) El A rt. 54 debier," ser reformado en el sentido de que 
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todo contribuyente, sea o no domicili,ac::c en el país, presenie su declaración 

en la Delegación De partamental más cC 1I'cana a su domicilio o residencia, pues 

en esta materia debe dnrse especial vif!.:mcia al princiPio de cor.1odidad y no 

tiene justificación el que se obligue al no domiciliado a concurrir a la ciudad 

de San Salvador para el sólo efecto de presentar su declaración . 

ea .) '¡'oda la documenta ,~i6n, a que se refiere el A rt. 53 como 

comprobatoria de d2ducciones y descvvenros debiera se1l'exigida al momento 

de presentar la de,::; Zaración , so pe'!1.a de no hacer fe posteriormente. Tal me­

dida evitaría el esfl/~erzo innecesario y la dilación inmotivada qy~ hoy se dan 

cuando por efecto de la falta de esos :1ocumentos se tieng~ que imponer cuotas 

complementarias que han de revocarse cuando , ante la exigencia del pago, el 

contribyente sí los presenta, previa interposición del recurso de rectificación. 

En la 1Jráctic a se da mayor tolerancia todavía de la que la ley 

podría permitir, V'l-ws ' se llega al case: de que no presentándose n i aun los 

atestados que exige el A rt. 53 en relación al A rt. 27 letras a) y g) , se hacen 

prevencionas a los contribu,yentes para que los presente, y sólo cuando la 

negligencia es tal ::j'i'Y3 no las cumplen, se les imponen cuotas complementarias, 

e incluso éstas se revocan si los docu~~'~-:;ntos se presentan mediante la inter­

posición del recurso dicho . 

Queda claro que las facilidades que la ley prescribe y las más 

que la práctica consiente , sólo conducen a hacer más negligente (Jl contribuyen­

t e ya a multi{Jlicar el trabajo de la oJ-'ic ina sin razón alguna. 

7a .) ¿a facultad que en los A rt. 65 y 67 concede la ley a la 

Dirección Gene11"al de Con tribuc iones Directas para tasar c '!Aotas originales y 

complementarias debiera presc ribir en dos y cuatro años, segú:n que exista o 
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no declaración, pues los términos dé cinco y diez años r es pecti:vamente que 

hoy existen son excesivos, permitiendo por ello que la Oficina no -despliegue 

oportunamente la actividad necesaria [;--ara realizar las investigaciones a que 

está obligada, y que la tarc¡f1nza en h:;x:erlo que la ley le permite se traduz­

ca las más de las veces en resultados poco positivos para el jCj'isco cuando 

no en verdaderas injusticias contra e ~ contribuyente, pues es lógico suponer 

que a mayor lapso transatrrdo la investigación se torne más difícil hasta 

llegar a ser imposible, como impositAe puede llega a serEe al contribuyente 

poder presentar pruebas de descargo en los casos de tasaciones excesivas. 

Valga al proPio tiemfJQ la sugerencia de que la reducción 

de los términos de prescripción debería acompaflarse de m edidas tendientes 

a poner a la Dirección General en un ;)lan más f.Ancional, come ser,dotarla 

de mayor personal especialidado, descargarla de obligaciones que no le son 

propias, etc. 

Ba.) La Direc ción General de Contribuciones Directas debiera 

ser eminentemente ".Jt7/la oficina tasadora de impuestos, sin facultades de cono­

ceriae recurso alguno salvo el que De fundamente en errores de hecho o de 

derecho que correspO'ndería a la miS~1'!a rectificar con la sota vista de los 

autos y sin admitir iJrueba suplementaria. 

En esta forma podría tal Dirección General cumplir su función 

en forma más eficiente que lo hace al presente, en que la descuida por 

estar tramitarclo recursos y juslífican:Zo sus actuaciones, lo qu,e a su vez re­

dundaría en una más rápida percepción del impuesto cuando la tasación no se 

discute y en una más rápida tramitación de los recursos al asignar ésta a 

los tribunales especiales. 

********************************** 
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